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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 22 de enero de 2004. 


La COMISIÓN PERMANENTE se reunirá el próximo 
martes 27, a la hora 16, en régimen de Comisión General, alos 
efectos de recibir información del señor Ministro de Defen- 
sa Nacional “sobre la demanda iniciada por parte de Ana 
Troncoso y otros, ante el Juzgado Letrado de lo Contencio- 
so Administrativo de ler. Turno, referida a daños y perjui- 
cios derivados del trámite de negativas y revocaciones para 
servicios de televisión por cable”. 


Mario Farachio 
Secretario.” 


Horacio D. Catalurda 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


Asisten: los señores Senadores Walter Riesgo y Enri- 
que Rubio, y los señores Representantes Washington 
Abdala, Carlos Baráibar, Ricardo Falero, Daniel García 
Pintos, Luis M. Leglise, Víctor Rossi y Daisy Tourné. 


Falta, con aviso, el señor Senador Luis Alberto Heber. 


3) DEMANDA INICIADA POR PARTE DE ANA 
TRONCOSO Y OTROS, ANTE EL JUZGADO LE- 
TRADO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATI- 
VO DE 1er. TURNO, REFERIDA A DAÑOS Y PER- 
JUICIOS DERIVADOS DEL TRAMITE DE NEGATI- 
VAS Y REVOCACIONES PARA SERVICIOS DE 
TELEVISION POR CABLE. (SESION EN REGIMEN 
DE COMISION GENERAL CON LA PRESENCIA 
DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIO- 
NAL) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 14) 


- La Comisión Permanente ha sido convocada en régimen 
de Comisión General a los efectos de recibir información del 
señor Ministro de Defensa Nacional sobre la demanda ini- 
ciada por parte de Ana Troncoso y otros, ante el Juzgado 
Letrado de lo Contencioso Administrativo de ler. Turno, 
referida a daños y perjuicios derivados del trámite de ne- 
gativas y revocaciones para servicios de televisión por 
cable. 


4) INTERMEDIO 


SEÑOR RIESGO.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR RIESGO.- Señor Presidente: solicitamos un in- 
termedio de cinco minutos para tramitar el ingreso a Sala del 
señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar. 

(Se vota) 

-7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

La Comisión Permanente pasa a intermedio. 
(Es la hora 16 y 14) 

- Continúa la sesión. 

(Es la hora 16 y 23) 


5) DEMANDA INICIADA POR PARTE DE ANA 
TRONCOSO Y OTROS, ANTE EL JUZGADO LE- 
TRADO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATI- 
VO DE 1er. TURNO, REFERIDA A DAÑOS Y PER- 
JUICIOS DERIVADOS DEL TRAMITE DE NEGA- 
TIVAS Y REVOCACIONES PARA SERVICIOS DE 
TELEVISION POR CABLE. (SESION EN REGIMEN 
DE COMISION GENERAL CON LA PRESENCIA 
DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIO- 
NAL) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha finalizado el intermedio soli- 
citado por el señor Legislador Riesgo, según explicó, con 
la finalidad de recibir adecuadamente al señor Ministro de 
Defensa Nacional y al señor Subsecretario, que se encuen- 
tran en Sala. La Comisión Permanente los recibe con el 
beneplácito con que recibe a todos los señores Ministros. 


La Mesa va a ceder la palabra, en primer lugar, al señor 
Legislador Rossi, que es quien solicitó la comparecencia 
del señor Ministro en régimen de Comisión General. Recor- 
damos que de acuerdo con el Reglamento de la Cámara de 
Representantes, que es el que esta Comisión Permanente ha 
decidido que es aplicable literalmente a este Cuerpo, el 
señor Legislador Rossi dispone de cuarenta y cinco minu- 
tos; el Ministerio, es decir, tanto el señor Ministro como los 
asesores que él determine, dispone del tiempo que desee; 
y los demás señores integrantes de la Comisión Permanente 
disponen de quince minutos. 


Tiene la palabra el señor Legislador Rossi. 


SEÑOR ROSSTI.- Señor Presidente: siempre ha sido mo- 
tivo de diferendo la acción, muchas veces calificada de 
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discrecional, de parte de los distintos Gobiernos en cuanto 
a la asignación de frecuencias y autorizaciones para sumi- 
nistro de señales de televisión. Quiero dejar claro que 
cuando digo "discrecional" no me refiero a que sea ilegal. 
En algún caso podrá ser discutido, pero "discrecional" no 
es arbitrario y mucho menos implica un trato desigual a 
situaciones similares, el premio o castigo según el vínculo 
con el patrocinante, o la duda sobre decisiones que parecen 
dirigidas a beneficiar a unos postergando a otros, y en 
perjuicio del Estado, que es lo mismo que decir de todos los 
uruguayos. 


Se nos genera la duda sobre si es de este tipo el caso que 
vamos aexponer ante la Comisión Permanente, para lo cual 
hemos promovido la invitación al señor Ministro, que vino 
acompañado por el señor Subsecretario, a quienes les da- 
mos la bienvenida. Lo que recién decíamos se debe a que lo 
acontecido en este caso de la demanda en curso, de la 
señora Ana Troncoso y otros contra el Ministerio de Defen- 
sa Nacional, nos genera preguntas y muchas dudas que 
esperamos despejar en el correr de esta tarde y que, de 
todos modos, entendemos que deben discutirse en este 
órgano parlamentario y divulgarse ampliamente a nivel de 
la opinión pública. 


No sé si lo recién expuesto podrá evitar un resultado 
gravoso contra el Estado uruguayo, pero es lo que se debe 
hacer de todos modos. No comparto lo expresado por el 
señor Subsecretario, doctor Elías Bluth, en su comparecen- 
cia del día 16 de setiembre de 2003 a la Comisión de Trans- 
porte, Comunicaciones y Obras Públicas -según Repartido 
N* 2093, folios 6 y 7, párrafos primero y último-, en el 
sentido de su convicción de que no hubo la más mínima mala 
fe, así como su posición de no facilitar absolutamente nada 
al demandante como respuesta a la pregunta de si el Minis- 
terio de Defensa Nacional había realizado la investigación 
de este caso. 


Es necesario investigar, y no sólo investigar, sino esta- 
blecer con certeza las respuestas a muchas preguntas y, a 
partir de ello, exigir responsabilidades. Sabemos que el 
señor Ministro de Defensa Nacional asumió cuando hacía 
mucho que este asunto estaba en marcha, sin que él tuviera 
nada que ver, pero comparto lo que el señor Subsecretario 
expresaba en la comparecencia recién aludida, a folios 3, 
párrafo 1: "Me parecía simplemente una irresponsabilidad 
seguir actuando como si nada pasara y seguir utilizando los 
recursos que tenemos disponibles". Es cierto. No se podía 
seguir actuando como si nada pasara. Pasaba, y por ese 
motivo es que le corresponde comparecer en este momento 
al señor Ministro para informar ala Comisión Permanente, 
dar las respuestas del Poder Ejecutivo y delinear el camino 
que ese Poder se plantea seguir. 


Los hechos comienzan con resoluciones tomadas por 
parte del señor Presidente de la República, en ese entonces 
el doctor Lacalle, acompañadas de la firma del doctor 
Mariano Brito como Ministro de Defensa Nacional. Me 
refiero a las siguientes resoluciones: la N” 950/992, de 24 de 
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noviembre de 1992, autorizando a Ana Troncoso a sumi- 
nistrar el servicio de televisión por cable en Sauce; la 
N* 952/992, de la misma fecha, autorizando a Ana Troncoso 
a suministrar el servicio de televisión por cable en Juanicó, 
también con las firmas del doctor Lacalle y del doctor 
Mariano Brito; la N* 545/993, de 2 de julio de 1993, autori- 
zando a Ana Troncoso a suministrar el servicio para abona- 
dos en Las Piedras, Costa de Oro, Pando y Progreso; y la 
N* 363/993, de 5 de agosto de 1993, asignando a Ana 
Troncoso 16 frecuencias, los canales radioeléctricos en la 
banda MMDS Al, A2, A3, A4, AS, Cl, C2 y C3, emitidos 
desde Progreso, y B1, B2, B3,B4,B5, D1, D2 y D3, emitidos 
desde Salinas, firmada por el señor Subdirector Nacional de 
Comunicaciones, doctor Hugo Permuy Brito. 


Todas estas resoluciones, que dan origen a este proce- 
so, generan distintos requerimientos por parte de la titular 
de las adjudicaciones. 


Como respuesta a la Resolución N* 363/993, en la que se 
asignan 16 frecuencias, el 13 de setiembre de 1993 -un mes 
y ocho días después- se dicta una nueva resolución, la 
N? 445/993. En ella se expresa que, considerando que por las 
resoluciones de 1991 se dispuso que los proyectos o 
subsistemas que requieran la utilización de frecuencias 
radioeléctricas estarán condicionados a la disponibilidad 
de ellas y que por resolución de julio de 1993 se podrá 
autorizar hasta a cuatro sistemas radioeléctricos, dos codi- 
ficados en la banda UHF y dos en MMDS, las que deberán 
ser coordinadas nacional e internacionalmente, lo que aún 
no se ha realizado, por lo que no está dentro de las atribu- 
ciones el dictado de esta resolución, etcétera. Firma el 
Director Nacional de Comunicaciones, Coronel Esteban 
Hackenbruch. Esta Resolución N” 445/993 revoca la Reso- 
lución N* 363/993 tomada un mes y ocho días antes. 


Ante esta Resolución N* 445, de setiembre de 1993, la 
señora Ana Troncoso y otros interponen recurso de revo- 
cación y jerárquico. 


Posteriormente, por Resolución N? 649, de 28 de julio de 
1994, el Poder Ejecutivo autoriza a Ana Troncoso la utiliza- 
ción de dos canales en Progreso para suministrar el servicio 
de televisión para abonados en las localidades de Progreso, 
Las Piedras, Juanicó y Sauce, y cuatro canales en Salinas 
para suministrar el servicio de televisión para abonados en 
Pando y la Costa de Oro. Además, se asignó por intermedio 
de la Dirección Nacional de Comunicaciones seis frecuen- 
cias en el sistema MMDS. Firman el doctor Lacalle y el 
doctor Daniel Hugo Martins. 


Por resolución de la Dirección Nacional de Comunica- 
ciones N* 275, de 15 de agosto de 1994, se asignan a Ana 
Troncoso las bandas MMDS para suministrar el servicio de 
televisión para abonados en Progreso, Las Piedras, Juanicó 
y Sauce, y los canales V3 y V4 para suministrar el servicio 
de televisión para abonados en Pando y la Costa de Oro, y 
los canales D1, D2, D3 y D4, para suministrar dicho servicio 
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en las demás zonas. Estos servicios nunca se implementaron, 
a pesar de la autorización. Estas adjudicaciones fueron 
hechas por resolución de la Dirección Nacional de Comuni- 
caciones, con firma del doctor Jorge Giannetto. 


Finalmente, en la Resolución N? 400, de setiembre de 
1994, no se hace lugar al recurso de revocación interpuesto 
por Ana Troncoso contra la Resolución N* 445/993, fran- 
queándose así el recurso jerárquico correspondiente. Esta 
Resolución N” 400/994 se toma un año después de presen- 
tado el recurso, cuando el plazo para la definición previsto 
en ese entonces era de ciento cincuenta días. 


Paralelamente a este proceso, que sabemos que es con- 
fuso -más allá de que estamos procurando resumirlo, es 
complejo-, existen sentencias del Tribunal de lo Contencio- 
so Administrativo. La sentencia N* 85, de 26 de febrero de 
1996, anula la Resolución N* 950/992, que adjudicaba a Ana 
Troncoso el servicio de televisión por cable en Sauce. La 
acción fue llevada a cabo por la competencia, Electrosistemas 
SRL. 


De los resultados de la sentencia surge que en el caso de 
autos no fueron incorporados al expediente las bases del 
llamado ni las ofertas de ambas partes ni el informe del 
grupo asesor, elementos fundamentales para poder apreciar 
la legitimidad de la autorización concedida. Siendo así, es 
lícito entender que son ciertas las afirmaciones del actor. 
Queda clara la omisión de los abogados del Ministerio de 
Defensa Nacional al no haber entregado esta documenta- 
ción. La resolución del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo contó con el voto favorable de los cinco Minis- 
tros. 


El 6 de marzo de 1996, la sentencia N” 183 del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo anula la Resolución 
N* 952/992, que adjudicó a Ana Troncoso el servicio de 
televisión por cable en Juanicó. La acción también fue 
llevada a cabo por Electrosistemas SRL. Del resultando de 
la sentencia surge que se concluye, con el señor Procurador 
del Estado en lo Contencioso Administrativo, que carece de 
una adecuada motivación; ello deriva del hecho de que por 
omisión del demandado, el Tribunal está impedido incluso 
de acceder a las bases del llamado y al resto de los antece- 
dentes administrativos. Surge también que el señor Procu- 
rador del Estado en lo Contencioso Administrativo solicitó 
para mejor dictaminar que se intimara al organismo deman- 
dado la remisión de los textos de las Resoluciones, así como 
los pliegos de las condiciones, bajo apercibimiento. Se 
advierte que la Administración no remitió la totalidad de los 
antecedentes administrativos y que no fueron agregadas 
las bases del llamado, las ofertas de ambas partes ni el 
informe del grupo asesor, elementos fundamentales para 
apreciar la legitimidad del acto atacado. También en este 
caso la anulación fue por unanimidad de los cinco integran- 
tes del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Algún tiempo después, el 13 de abril de 1998, en la 
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sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
N? 182, se anula la Resolución N” 545/993, que adjudicó a 
Ana Troncoso el suministro del servicio de televisión para 
abonados en Las Piedras, Costa de Oro, Pando y Progreso. 
De sus considerandos surge que la demanda no agregó en 
la presente causa las bases a los pliegos de condiciones que 
rigieron los llamados correspondientes y que tampoco la 
parte demandada incorporó las ofertas completas del 
accionante, pese a que el señor Procurador del Estado 
intimó a la Administración la presentación del informe del 
grupo asesor, que sirvió de fundamento. Esto contó con la 
unanimidad de los cinco miembros del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo. 


Un poco antes de esta última resolución del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo -que es del 13 de abril de 
1998-, el 18 de febrero de 1998, el Ministerio de Defensa 
Nacional tomó la Resolución N? 43.280, haciendo lugar en 
la vía jerárquica al recurso presentado por Ana Troncoso en 
1973 y revocando así la Resolución N* 445/993 de la Direc- 
ción Nacional de Comunicaciones, que en principio había 
sido rechazada por el propiojerarca de la Dirección Nacio- 
nal de Comunicaciones... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Legislador: usted dijo 
"1973". ¿Ratifica esa fecha? 


SEÑOR ROSST.- No; es 1993. Gracias, señor Presidente. 


Esta Resolución N? 43.280 considera que hubo un error 
en la apreciación de las circunstancias de hecho y de 
derecho, invocando carencias de competencia para su dic- 
tado, cuando dicho acto fue emitido en el marco de los 
cometidos de la Dirección Nacional de Comunicaciones. 
Dicha resolución - vuelvo a repetir su número: 43.280- está 
firmada el 18 de febrero de 1998 por Raúl Iturria como 
Ministro de Defensa Nacional. 


A partir de este momento se pone en marcha un conjunto 
de otras definiciones. El 22 de mayo de 1998, por Resolución 
N? 96/998, se asigna a Ana Troncoso el uso de bandas 
MMDS en Progreso para suministrar el servicio de televi- 
sión para abonados adjudicado por el Poder Ejecutivo un 
mes después de que el Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo había anulado las adjudicaciones A2, Fl, F2, F3, F4, 
H1, H2 y H3, y de bandas MMDS de Salinas con el mismo 
fin, B1, B2, B3, B4, D1, D2, D3, D4. El visto de la resolución 
refiere a la Resolución N? 43.280, que al revocar la Resolu- 
ción N” 445/993 deja vigente la Resolución N* 363/993. 


En esos tiempos se presenta una demanda de Ana 
Troncoso y Adolfo Gutiérrez, "Acción contra el Estado 
Ministerio de Defensa Nacional", ante el Juzgado Letrado 
de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo de 
Primer Turno, ficha 135/98, por daños y perjuicios sufridos 
por la Resolución N* 445/993 revocada por la Resolución 
N? 43.280/98. 
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La demanda, de 61 páginas, hace una pormenorizada 
descripción de la televisión para abonados y sus carac- 
terísticas técnicas, y de los hechos que la afectaron, don- 
de se ignoran completamente la Resolución N* 649/94, la 
N* 275/94 y las sentencias del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo anulando las concesiones de cable para 
Sauce, Juanicó, Las Piedras, Pando, Costa de Oro y Progre- 
so. Realiza un cálculo de daños y perjuicios basado en el 
libro "El Uruguay cableado. Actualidad de la televisión de 
pago”, de Carlos García Rubio, y reclama US$ 54:226.968 
por la cartera de clientes de 77.467 abonados que habrían 
tenido, más US$ 13:475.461 de utilidades líquidas perdidas 
-lucro cesante-, más US$ 100.000 por daño moral. Los abo- 
gados son los doctores Gutiérrez Sosa y Miguel Sofía. 


La notificación de la demanda al Ministerio de Defensa 
Nacional llega el 20 de noviembre de 1998, iniciándose así 
el plazo de treinta días para contestar. El 25 de noviembre 
de 1998, el Ministerio de Defensa Nacional interpone un 
recurso de reposición presentado por el abogado doctor 
Germán Amondarain contra el decreto del Juez que dio 
traslado a la demanda, sin que se realizara la conciliación 
previa. 


Es evidente que, a partir de la Resolución N* 43.280 
tomada por el Ministerio de Defensa Nacional el 18 de 
febrero, se habilitaron los plazos para que se pudiera plan- 
tear esta demanda que, dado el plazo transcurrido, ya había 
sido denegada en forma ficta. Inclusive, había sido denega- 
da sin que los interesados recurrieran al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Pues, al contestar la deman- 
da, el abogado defensor, en nombre del Ministerio de De- 
fensa Nacional, decide presentar un recurso de reposición, 
interpuesto frente al decreto del Juez. Como respuesta a 
esto, el demandante se presenta evacuando la vista por el 
recurso interpuesto por el Ministerio de Defensa Nacional, 
donde acompaña consulta del doctor Angel Landoni, Pro- 
fesor de Derecho Procesal de la Facultad de Derecho, en la 
que sostiene no sólo que no corresponde el recurso de 
reposición, ya que el Ministerio debió presentar una excep- 
ción previa y no un recurso de reposición, sino que se debe 
dar por contestada la demanda, porque al presentar un 
escrito posterior a la misma, sin que sea una excepción, se 
pierde todo derecho a otro escrito. Sostiene que perdieron 
la oportunidad de contestar; por consiguiente, no pueden 
aportar prueba, con la consecuencia directa de que todas 
las afirmaciones realizadas por la demanda no quedan con- 
tradichas y, por lo tanto, quedan firmes. 


Al evacuar la vista del Fiscal, Ana Troncoso y Gutiérrez 
presentan la consulta del doctor Enrique Véscovi -uno de 
los tres autores del Código General del Proceso, que rige 
todo el procedimiento de los juicios civiles-, que es favora- 
ble asus afirmaciones. El Juez, doctor Pedro Keuroglian, en 
sentencia interlocutoria del 18 de diciembre de 1998, de 
acuerdo con el Fiscal, suspende el traslado de la demanda 
hasta tanto se realice la conciliación previa, haciendo 
acuerdo con el planteo del abogado defensor del Ministe- 
rio. 
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El recurso de reposición y apelación contra la sentencia 
interlocutoria del Juez Keuroglian por parte de Ana Troncoso 
y Gutiérrez, se acompaña de la consulta realizada a Luis 
Torello -coautor junto a Véscovi y Gelsi Bidart, ya fallecido, 
del Código General del Proceso-, que es favorable a su 
posición. 


El 12 de febrero de 1993 se realiza la audiencia de conci- 
liación ante el Juez de Paz Departamental de la capital de 
Sexto Turno. Ana Troncoso, Gutiérrez y el abogado doctor 
Miguel Sofía mantienen su reclamo por US$ 60.000 más 
ilíquidos. El doctor Amondarain afirma que está dispuesto 
a considerar propuestas conciliatorias. Los demandantes 
ofrecen como acuerdo el pago del 50%, ante lo cual el doctor 
Amondarain pide una prórroga que es rechazada. 


Se presenta un escrito del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal evacuando el traslado del recurso contra la interlocutoria 
del Juez Keuroglian, en el que se acompañan consultas al 
doctor Alejandro Abal Oliú, Decano de la Facultad de 
Derecho y Profesor de Derecho Procesal, y al doctor Anto- 
nio Grille. También hay un escrito de contestación de la 
demanda del Ministerio de Defensa Nacional, con fecha 26 
de marzo de 1999, amparado en la interlocutoria del Juez 
Keuroglian. En 35 páginas, el doctor Amondarain hace un 
prolijo relato de los hechos, resaltando las resoluciones de 
1994 y las sentencias anulatorias del Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo no mencionadas en la demanda, así 
como el carácter precario de todas las concesiones efectua- 
das. Hace una dura crítica ala forma en que se calcularon los 
daños y perjuicios, y ofrece prueba. 


La sentencia interlocutoria del Tribunal de Apelaciones 
en lo Civil de Segundo Turno es del 27 de setiembre de 2000 
y en ella se hace lugar al recurso de apelación de la parte 
demandante. El Tribunal, con la firma de sus tres Ministros, 
establece que corresponde únicamente la convocatoria a 
audiencia preliminar, porque, soslayando el principio de la 
eventualidad o simultaneidad -inciso segundo del artículo 
132 del Código General del Proceso-, en el acto de su 
comparecencia no contestó la demanda, optando por dedu- 
cir un solitario recurso que consumó su actividad procesal 
de contestación de la demanda en sentido amplio, perdien- 
do la oportunidad de interponer separadamente y aposteriorl 
alguna actitud, aun cuando estuviera pendiente el plazo 
para hacerlo. El Tribunal da la razón a los argumentos 
presentados por Ana Troncoso y otros, quedando enton- 
ces sin efecto la contestación de la demanda realizada por 
el doctor Amondarain el 26 de marzo de 1999 y, por tanto, sin 
contradecir las afirmaciones realizadas en la demanda. 


Se pasa a la audiencia preliminar y el 22 de mayo de 2001, 
ante la doctora Rosina Rossi -nueva señora Juez Letrada de 
Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo de 
Primer Turno-, comparecen Ana Troncoso, Gutiérrez y Sofía 
porlos actores y los doctores Germán Amondarain y Alfredo 
Maeso por el Ministerio. Los demandantes no aceptan 
ninguna transacción. La doctora Rossi aplica el artículo 335 
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del Código General del Proceso: "La rebeldía del demanda- 
do determinará que el Tribunal deba tener por admitidos los 
hechos alegados por el actor en cuanto no resultan contra- 
dichos por la prueba de autos" y determina que se diligencie 
la prueba ofrecida para calcular los daños. 


El cálculo de los daños surge de un informe del perito 
contador Néstor Camusso, del 19 de diciembre de 2001, 
donde concluye que el valor de la empresa fluctúa entre un 
mínimo de US$ 25:425.000 y un máximo de US$ 42:804.900 -la 
demanda solicitaba US$ 54:226.968-, y que las utilidades no 
percibidas a junio de 1998 tenían un mínimo de US$ 7:585.000 
y un máximo de US$ 17:433.000; la demanda solicitaba 
US$ 13:475.461 y, a diciembre de 2000, un mínimo de 
US$ 14:774.092 y un máximo de US$ 21:490.973. Los hono- 
rarios de la pericia son de 3.450 Unidades Reajustables, es 
decir, alrededor de US$ 25.000. 


La impugnación del informe pericial es presentada por 
parte del Ministerio de Defensa Nacional, donde acompaña 
opinión diferente de la URSEC -que solicita aclaraciones-, 
y un recurso de apelación contra la interlocutoria de la 
doctora Rossi, en la audiencia preliminar del 26 de abril de 
2002, es presentado por el doctor Amondarain. 


En la sentencia del Tribunal de Apelaciones en lo Civil 
de Segundo Turno, del 14 de mayo de 2003, con la firma 
favorable de los tres Ministros, se confirma la interlocutoria 
de la doctora Rossi y se condena al Ministerio con costas 
y costos de la alzada, o sea gastos y honorarios de la 
apelación. El escrito de regulación de honorarios presenta- 
do por Miguel Sofía y Gutiérrez, concluye que el total de lo 
reclamado a la fecha asciende a US$ 240:467.200 y que por 
tanto sus honorarios estarían a la fecha en US$ 42:644.921, 
y los honorarios a cobrar por la apelación ascenderían a 
US$ 10:661.230,27, más intereses del 6% hasta el pago efec- 
tivo. 


La Resolución N? 81.061 del Poder Ejecutivo, de 26 de 
agosto de 2003, con la firma del Presidente de la República, 
doctor Jorge Batlle, y del señor Ministro de Defensa Nacio- 
nal, profesor Y amandú Fau, autoriza al Ministerio de Defen- 
sa Nacional a contratar a los doctores Juan Andrés Ramírez, 
Alejandro Abal Oliú y Eduardo Carbajales Marginet, inte- 
grantes del estudio jurídico Herbert, Ramírez, Xavier de 
Mello y Abal, a fin de hacerse cargo del asesoramiento y 
patrocinio del Estado, Poder Ejecutivo, Ministerio de De- 
fensa Nacional, en el juicio seguido por Ana Troncoso y 
otros. El contrato implica el pago de nueve cuotas de 
US$ 18.917 cada seis meses y el 0,075% sobre el abatimiento 
de las responsabilidades pecuniarias logrado respecto del 
total de lo reclamado. El escrito de contestación a la regu- 
lación de honorarios del Ministerio, con la firma de los 
abogados recién contratados, presentado el 23 de diciem- 
bre de 2003 en la baranda del Juzgado Letrado de lo Conten- 
cioso, está esperando la sentencia del Juez. 


Haré algunos comentarios y sacaré algunas conclusio- 
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nes. Este es el relato muy sucinto del hecho al cual nos 
estamos refiriendo. 


El Estado se enfrenta a un juicio por casi US$ 300:000.000, 
que va perdiendo por un error procesal del abogado defen- 
sor. Es por un error procesal, ya que la contestación de la 
demanda que por sentencia del Tribunal de Apelaciones no 
se tuvo en cuenta, cuestiona cosas centrales de la demanda 
que muy difícilmente habrían sobrevivido si el trámite del 
juicio hubiera sido normal. El error del abogado es inexcu- 
sable, ya que desde la época de estudiantes se inculca a los 
abogados que deben contestar con todo lo que tengan a 
mano. Inclusive, deben presentar argumentos para los ca- 
sos en que argumentos propios previos no hayan sido 
tenidos en cuenta. Se afirma equis cosa, pero por si el 
Tribunal no la comparte se agregan otros argumentos que 
sólo sirven si se rechazan los previos. En el caso, la opción 
de presentar un recurso de reposición en lugar de una 
excepción previa, si bien puede discutirse, parece bastante 
exótica. Además, la acción es del abogado. ¿Dónde están 
los demás asesores del Ministerio? ¿Dónde está la Sala de 
Abogados del Ministerio de Defensa Nacional? ¿Dónde 
está la responsabilidad del propio Ministro? 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Rubio) 


- Una vez que cometió el error, el abogado del Ministerio 
luchó con todo lo que tenía a su alcance, pero si ahora se 
recurrió a contratar a un estudio privado, uno se pregunta 
por qué no se hizo antes de apelar la fijación del objeto del 
juicio y de la prueba por parte de la doctora Rossi, en la 
audiencia preliminar del 22 de mayo de 2001. Perder apela- 
ciones implica condena en costas y costos, por lo que era 
previsible que se pudiera perder y hubiese que pagar hono- 
rarios. Este paso casi desesperado del abogado puede 
costar al Estado honorarios por US$ 10:000.000. 


Llama la atención que la Jurídica del Ministerio también 
comete errores graves en las acciones de nulidad que 
Electrosistema SRL inició contra el Ministerio por las adju- 
dicaciones de TV para abonados a Ana Troncoso, ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Llama la aten- 
ción que pese a que el Procurador del Estado intimó expre- 
samente al Ministerio, este no presentó documentos abso- 
lutamente básicos para su defensa. Actuaron con tal desi- 
dia que incidieron en forma decisiva para que el Estado 
perdiera el juicio y el Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo anulara las adjudicaciones. 


¿La Jurídica del Ministerio de Defensa Nacional siempre 
actúa de forma tan ligera? ¿El señor Ministro de Defensa 
Nacional nunca inicia una investigación administrativa para 
deslindar responsabilidades? ¿No se reúne la Sala de Abo- 
gados? ¿No hay consultas para no dejar solamente en el 
buen entender de un profesional la suerte de un asunto de 
tanta magnitud? 


La Resolución N? 445/93, del 13 de setiembre de 1993, en 
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que se revocó la decisión de asignar 16 frecuencias a Ana 
Troncoso, fue impugnada dentro de los diez días del plazo 
constitucional. Sin embargo, el recurso de revocación de 
Ana Troncoso fue contestado negativamente en setiembre 
de 1994, un año después, cuando el plazo es de ciento 
cincuenta días. Pero mucho más llama la atención que el 
recurso jerárquico fue contestado favorablemente cuatro 
años y medio después, en febrero de 1998, cuando también 
tenía el plazo constitucional y legal de ciento cincuenta días 
ya vencido y cuando no se había presentado la parte 
demandante al Contencioso Administrativo, para lo cual 
tenía sesenta días que ya habían más que pasado. 


A Ana Troncoso se le revocaron 16 frecuencias en 
setiembre de 1993, pero sele volvieron a asignar 6 frecuen- 
cias en agosto de 1994 para que llevara adelante la adjudi- 
cación de la TV para abonados que tenía. Sin embargo, como 
siesto no hubiera existido, el Ministerio le vuelve a otorgar 
las 16 frecuencias perdidas con fecha 22 de mayo de 1998, 
sin hacer ninguna referencia a la resolución de agosto de 
1994. La Resolución N”* 43.280 del Ministerio, del 18 de 
febrero de 1998, de revocar la revocación aparejó que con- 
sideraran que todo volvía a su lugar, como si la Resolución 
N? 445/93 nunca hubiera existido. 


Sin embargo, no sólo ya se le habían asignado 6 nuevas 
frecuencias en 1994, sino que en 1996, en febrero y mayo, el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo había anulado 
la adjudicación para TV cable en Sauce y Juanicó a Ana 
Troncoso, con lo que desaparecía parte fundamental de lo 
que servía como sostén para el otorgamiento de frecuen- 
cias. 


Pero el colmo es que el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo anuló la concesión en Costa de Oro, Pando, 
Las Piedras y Progreso el 13 de abril de 1998, con lo que se 
caía todo el fundamento existente para otorgar nuevas 
frecuencias a Ana Troncoso, que sin embargo se le conce- 
dieron el 22 de mayo de 1998, cuarenta días después de la 
sentencia del organismo. 


La adjudicación de esas 16 frecuencias en mayo de 1998 
no cuenta con ningún sustento jurídico. 


La desidia en la Jurídica del Ministerio hace anular las 
adjudicaciones de TV cable a Ana Troncoso en el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo y, simultáneamente, la 
Dirección Nacional de Comunicaciones del propio Ministe- 
rio revoca las resoluciones que limitaban el acceso a la 
frecuencia y otorga 16 nuevas frecuencias para que Ana 
Troncoso implemente TV para abonados lo cual, en reali- 
dad, hasta la fecha nunca se concretó. 


La Resolución N* 445/93, que revoca la Resolución 
N* 363/93 de la Dirección Nacional de Comunicaciones, ¿se 
ajustaba a derecho? ¿Era legal o no? ¿Por qué se revocó? 


A nuestro entender, se ajustaba a derecho. Si bien la 
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Dirección Nacional de Comunicaciones tenía la potestad 
asignada, esta potestad estaba limitada por las Resolucio- 
nes vigentes N* 734/78, N* 349/90 y N* 550/93, pero, ade- 
más, porque como dice la propia Resolución N? 445, falta un 
plan de distribución de frecuencias y coordinación con 
otros países. Este plan de distribución de frecuencias se 
aprobó recién en la Resolución N* 586/94 -las Resoluciones 
Nos. 363 y 445 son del año 1993-, en la que se reitera un 
límite de dos bandas para Progreso y cuatro para Salinas. 


Ni antes de la Resolución N* 43.280, del 18 de febrero de 
1998, ni después de la Resolución N? 96/998, de 22 de mayo 
de 1998, otorgando frecuencias, hasta nuestros días, se 
instaló ningún sistema de trasmisión de televisión por 
cable, violando el artículo 15 del Decreto reglamentario 
N? 349/90, que establece un plazo de un año para la insta- 
lación, prorrogable por seis meses con causa justificada, y 
hasta por seis meses más por parte del Poder Ejecutivo, 
como excepción, en el ínterin. Nunca se intimó. Algún otro 
caso se dio de baja, precisamente, por iguales causas. En 
este caso, se dejaron las resoluciones a la espera de la 
definición de la demanda. 


Actualmente, fue modificada la Resolución N? 349/90 y 
se pasaron a la URSEC las facultades para otorgar los 
permisos y para establecer la licencia de TV para abonados 
clase D. 


Una vez que se conceden las autorizaciones, el plazo 
para instalar los equipos es de quince meses y sólo se puede 
prorrogar por causa de fuerza mayor. Pero lo que estaba en 
vigencia era la Resolución N? 349/90 y su artículo 15, que 
establecía doce meses de plazo con una prórroga de seis 
meses. 


Entre setiembre de 1993, en que Ana Troncoso interpuso 
recurso de revocación y jerárquico, y el 18 de febrero de 
1998, fecha de la Resolución N” 43.280 del Ministerio de 
Defensa Nacional, que habilitó todos los plazos para posi- 
bilitar la presentación de la demanda, ¿dónde estuvo el 
expediente? ¿Qué información se reunió en esos cuatro 
años y medio? 


Sabemos que el recurso de revocación fue denegado por 
Resolución N* 400 de 1994 en la Dirección Nacional de 
Comunicaciones. Desde setiembre de 1994, un año des- 
pués, a pesar de que el plazo era de ciento cincuenta días y 
se excedió largamente, ¿dónde estuvo? Pasados los plazos 
de ciento cincuenta días y de sesenta para recurrir, ¿por qué 
no se archivó? ¿Quién lo desenterró y por qué? ¿Quién dio 
la orden de informarlo? ¿Quién hizo el informe? Aparente- 
mente, participó un abogado también relacionado con el 
Ministerio de Defensa Nacional, el doctor Jorge Bresciano. 
Queremos confirmar si efectivamente es así y quién indicó 
al doctor Jorge Bresciano que informara este expediente, 
que de alguna manera estaba para ser archivado -debió 
haber sido archivado- y, sin embargo, cuatro años y medio 
después se desenterró. 
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¿Desconocía quien lo informó y quien lo firmó que la 
Resolución N* 386/94 era posterior a la de revocación, la 
N?* 445/93, por lo que esta se ajustaba a derecho? Si no lo 
desconocía, ¿qué se buscaba con la revocación de la revo- 
cación? Es evidente que si lo que se quería era dar las 
autorizaciones para el suministro de TV por cable y asignar 
las frecuencias radioeléctricas necesarias, todo se arregla- 
ba con una nueva resolución favoreciendo a los empresa- 
rios demandantes sin vincularlo con las resoluciones anu- 
ladas, nicon la Resolución N* 363/93, ni con la revocatoria 
N?* 445/93. Si en 1998 se estaba pensando en resolver un 
problema habilitando servicios, se podría haber tomado una 
resolución absolutamente ajena a un proceso que por dis- 
tintas vías ya había cumplido con sus plazos. 


Es por lo expuesto que llama la atención que no se haya 
recurrido a lainvestigación administrativa para conocer las 
razones o motivaciones de un proceso a cargo del Ministe- 
rio de Defensa Nacional, que por su desprolijidad supera 
ampliamente el marco de la discrecionalidad para avanzar en 
un terreno peligroso que deja sin respuesta demasiadas 
interrogantes. 


El señor Subsecretario de Defensa Nacional y algún 
Legislador hacían referencia a que una investigación podía 
debilitar la posición del Estado en la instancia judicial que 
estaba en marcha. A nuestro entender, es exactamente lo 
contrario. Lo que buscamos al procurar poner en conoci- 
miento público este proceso es, evidentemente, lo contra- 
rio. El contrato que firmó el Ministerio de Defensa Nacional 
con los nuevos abogados y la forma de remuneración acor- 
dada, con un porcentaje de 0,075% del abatimiento que se 
logre, más nueve cuotas semestrales, es un claro mensaje de 
reconocimiento de debilidad por parte del Ministerio de 
Defensa Nacional, que igual debió hacerse y está bien que 
se haya hecho. 


Las demandas contra el Estado que este pierde ya son 
parte del folclore nacional. Y no excluyo de estas afirmacio- 
nes a nadie; por lo tanto, también incluyo a la Intendencia 
Municipal de Montevideo, lo que también mucho nos pre- 
ocupa. Muchas veces hemos escuchado que se actúa como 
con bienes ajenos o de difuntos. Este es un tema que 
seguramente no es fácil de superar, pero el monto que 
cuesta a los uruguayos parece ser muy importante y mere- 
cería un estudio especial. No es el objetivo de hoy, aunque 
debería abordarse a la brevedad. 


Este caso es y será recordado por la cifra de la demanda 
-esperamos que no pase de esto, que sólo quede en una 
demanda-, por la magnitud de la misma y la forma en que se 
manejó. 


Nose aportó al Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo la documentación necesaria. Dictada la sentencia 
anulatoria, el Poder Ejecutivo resuelve autorizar que se 
continúe, por Resolución N” 383/99, con lo que el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo había anulado. 
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Existieron resoluciones contradictorias. Por ejemplo, en 
una misma dependencia, en la Dirección Nacional de Comu- 
nicaciones, en el lapso de treinta días se firmaron dos 
resoluciones contradictorias, la N” 363/93 y la N* 445/93. Se 
desentierra inexplicablemente un expediente recurrido casi 
cinco años antes, después de transcurridos los plazos en 
los cuales el interesado podía proceder a una reclamación 
y estando pronto para archivar, y por Resolución N* 43.280 
se habilita la demanda y se fundamenta expresamente con- 
tra la Resolución N* 445/93 de la Dirección Nacional de 
Comunicaciones que resulta impugnada. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


- Estos son errores procesales graves; lo es acudir a un 
recurso de reposición -todos los especialistas coinciden en 
que no corresponde- y también lo es presentar el escrito de 
apelación ante la audiencia preliminar sin el asesoramiento 
al que posteriormente se recurre, cuando ya no hay prácti- 
camente instancias procesales habilitadas. No se reúne la 
Sala de Abogados para estos efectos, porque no consta en 
la información que hemos recabado; tampoco se realizan 
consultas al Jefe de la Sala o a las jerarquías del Ministerio. 
Se otorgan frecuencias para operar permisos que habían 
sido anulados un mes antes; hace relativamente poco tiem- 
po el Poder Ejecutivo autoriza a seguir adelante. Á pesar de 
no procederse a la instalación y puesta en marcha de los 
servicios autorizados, de acuerdo con la Resolución 
N? 249/90, no se intima a los demandantes a cumplir con sus 
obligaciones. 


En el transcurso de esta exposición -que procuramos 
fuera lo más resumida posible a partir de un material muy 
importante y complejo- ha quedado de manifiesto que se 
justifica plenamente la presencia del señor Ministro de 
Defensa Nacional en esta Sala para ayudarnos a compren- 
der las distintas etapas de este proceso y para que, en lo que 
sea necesario, se profundice para lograr una mejor in- 
terpretación de las causas que llevaron a esta sucesión de 
desprolijidades, de omisiones, de desaciertos y de algu- 
nos errores que han colocado al Estado uruguayo, al con- 
junto de los uruguayos, en una situación tan comprome- 
tida. 


Tenía previsto terminar dando lectura a una carta que he 
recibido recientemente, con fecha 20 de enero de 2004, 
escrita por el escribano Daniel Sologaistoa Faruelo. Se trata 
de un escribano que me ha escrito varias veces recriminán- 
dome fuertemente por algunas actitudes de denuncia que él 
considera que no son positivas o que no son del caso. Sin 
embargo, en esta oportunidad, me escribe diciendo: "Re- 
cientemente me he enterado de su preocupación por un tema 
referido al Ministerio de Defensa, acerca de un juicio en que 
el Estado podría ser condenado a pagar varios cientos de 
millones de dólares. Acompaño su preocupación, pero la 
experiencia enseña que desde 1934 se ha perdido mucho 
dinero y pese a la norma constitucional, a nadie se le ha 
responsabilizado, en ningún Gobierno Nacional de blancos 
y colorados ni municipal del Frente Amplio, por lo cual 
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seguramente, usted y yo, y 3:400.000 uruguayos, pagare- 
mos el pato". 


La carta... 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Don Enrique Rubio).- El 
tiempo de que disponía finalizó hace ya un rato, señor 
Legislador. 


SEÑOR ROSSI.- Termino por aquí. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Don Enrique Rubio).- 
Para referirse a esta cuestión, tiene la palabra el señor el 
Ministro de Defensa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL ..- Tengo 
la impresión de que vamos a defraudar al señor Legislador 
Rossi, no porque deseemos ser omisos en la información 
que proporcionaremos, sino porque él ha relatado una serie 
de hechos y situaciones, que en la parte de los hechos de 
naturaleza procesal se ajusta bastante a la realidad, alo que 
ha venido sucediendo, pero ha derivado consecuencias y 
ha hecho algunas interpretaciones con las que mantenemos 
algunos matices de diferencia. 


En todo momento, el señor Legislador ha hecho una 
relación minuciosa de situaciones que no corresponden a 
esta Administración. He seguido muy de cerca las declara- 
ciones que sobre este tema se han hecho. Los señores 
Legisladores que han manifestado preocupación por el 
asunto han sido muy leales, expresando una y otra vez que 
estos no eran asuntos de responsabilidad política de la 
actual Administración, pero que les parecía oportuno, con- 
veniente y necesario que quien ejerce la titularidad del 
Ministerio de Defensa Nacional aportara algún dato a la 
Comisión Permanente. 


En ese sentido, debo decir que todo lo narrado, todo lo 
sucedido, refiere a hechos ocurridos entre los años 1992 y 
1998, en los epicentros de los acontecimientos que motivan 
esta inquietud. En lo que a esta Administración correspon- 
de, el señor Legislador Rossi parece mencionar dos situa- 
ciones, acerca de las cuales nosotros estaríamos obligados 
a responder. Una, relativa a si se investigaron o no los 
hechos a que hace referencia, y otra, a las manifestaciones 
que hizo acerca de la contratación de un estudio jurídico por 
parte del Ministerio para defender mejor los intereses del 
Estado, para defender mejor los intereses colectivos de la 
sociedad. 


En lo que tiene que ver con la investigación, tendríamos 
que reflexionar sobre qué significa investigar. En cuanto a 
saber todo lo ocurrido anteriormente, a repasar todos los 
antecedentes, a indagar en cada una de las instancias 
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judiciales o procesales que se pudieron llevar a cabo, el 
Ministerio lo hizo y lo hace. Si el señor Legislador llama a 
esto investigar, bueno, entonces se ha investigado. Para 
nosotros, esto es administrar; es decir, indagar para saber 
lo que pudo haber ocurrido a fin de tomar una decisión, y así 
se hizo. Digo al señor Legislador que tenga la tranquilidad 
de que si él no hubiera hecho la relación que efectuó de los 
hechos ocurridos, yo me habría sentido obligado a hacerla. 
Pero en la medida en que hay una coincidencia en los 
planteamientos narrativos y cronológicos del señor Legis- 
lador, yo me abstengo de formularlos. 


No es norma, no es estilo, no es costumbre de las 
Administraciones llevar a cabo una investigación del pasa- 
do de otras gestiones. Eso ocurre cuando se está ante un 
hecho que puede presumirse delictivo o frente a una situa- 
ción que pueda afectar la imagen de las instituciones o del 
Estado y, por tanto, aparece como una obligación natural 
investigar qué hechos ocurrieron. Pero no creemos estar 
ante ese caso. 


Obviamente, lo abultado de la suma que se reclama 
parece darle un carácter especial a esta instancia judicial. 
Pero yo debo decir que la cifra que se maneja no emana de 
ninguna resolución de Juez alguno; no es un Tribunal 
jurisdiccional el que ha establecido que este es el monto por 
el que tiene que responder el Estado. Esto no fue determi- 
nado por una institución oficial llamada a decir cuál fue el 
daño para, sobre esa base, iniciar una acción de reclamo. Se 
trata de una apreciación que hace la parte actora, que estima 
personalmente que ese es el daño, el perjuicio que le ha 
causado, y lo ubica en una cifra para nosotros absolutamen- 
te alejada de cualquier principio de racionalidad y de sen- 
tido común. Esto es lo que una señora y su abogado o sus 
abogados han estimado; pero el que tiene que determinar, 
primero, si el daño existió y luego cuál es su monto, es el 
Juez o un Tribunal. Y que yo sepa, hasta hoy ni un Tribunal 
ni un Juez han dicho que el Estado debe responder, por un 
daño causado, con los montos que se han difundido públi- 
camente. 


Me parece importante señalar este hecho; se trata de la 
reclamación de quien considera que tiene derecho a hacerla 
y que, además, ha estimado los honorarios que le corres- 
ponden al abogado, en función de la interpretación de un 
arancel. En tanto se están reclamando más de 
US$ 200:000.000, si así se determina y el Estado paga, el 
exitoso abogado que le hace ganar a su clienta esa suma, le 
cobra -sólo por un incidente- US$ 10:000.000; parecería que 
es un buen negocio para el abogado y para su clienta. 


Reitero que todo esto es una apreciación de la clienta en 
lo que tiene que ver con el monto de los daños, y del 
abogado en lo que refiere a la estimación de los honorarios 
que a él se le tendrían que pagar si el Estado llegara a 
abonarle a su clienta US$ 260:000.000. 


Por tanto, me parece que no es poca cosa ubicar dónde 
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surge y a qué obedece la reclamación de esa cantidad, en la 
medida en que se ha dado estado público a esta demanda 
que, al tomar estado parlamentario, también tiene una mayor 
dimensión de conocimiento público. 


El éxito en los servicios que está prestando el abogado 
podría representar el cobro de estos honorarios del orden 
de US$ 10:000.000; pero quiero aclarar que eso refiere úni- 
camente a uno de los incidentes planteados por el abogado. 
En ese tema puntual, en esa instancia incidental que tiene 
todo este proceso, el abogado ha estimado sus honorarios 
en la cifra exacta de US$ 10:661.000; pero si llegara a tener 
éxito en toda la gestión que ha emprendido, los honorarios 
porese incidente, más los que percibiría por los juicios que 
debió entablar para los reclamos totales, ascenderían a la 
suma de US$ 40:000.000. Es decir que ni por aproximación 
son cifras que se manejen en los estrados judiciales; por 
más prestigiosos que sean los estudios jurídicos o los 
abogados, no es para nada común que se hable de que los 
honorarios a cobrar alcancen los US$ 40:000.000. Yo tengo 
obligaciones institucionales que me exigen ser muy cauto 
y muy respetuoso en las afirmaciones que pueda realizar, 
nada más y nada menos que en la Comisión Permanente del 
Poder Legislativo, pero en otra instancia me sobrarían ad- 
jetivos para calificar una reclamación de daños por 
US$ 240:000.000 y el pago de honorarios a un señor aboga- 
do por US$ 40:000.000. 


Entonces, me parecía oportuno ubicar el origen de la 
configuración de ese monto: se trata exclusivamente de lo 
estimado por la parte interesada, por la clienta y su aboga- 
do, que, además, se trata de una sociedad conyugal: la 
clienta y el abogado son esposos. Digo esto sin ningún tipo 
de alusión, intencionalidad ni nada por el estilo; tengo 
sobre la institución matrimonial el mayor de los respetos. 
Pero señalo esto porque, en cierta medida, se configura una 
situación de proximidad operativa de la actora y su 
patrocinante, que seguramente tienen más oportunidad que 
un cliente y un abogado comunes de hablar, conversar, 
dialogar, evaluar y estimar la marcha de los juicios. No 
obstante, hay una actora y un abogado que la defiende; por 
tanto, todo está reglado conforme a derecho, como gustan 
decir los señores abogados y, a partir de hoy, también le 
gusta al señor Legislador Rossi, quien ha demostrado do- 
minio de los temas jurídicos, que son muy complejos, pero 
que él los llegó a entender, tal cual surge de sus tan claras 
expresiones. 


En cuanto a la investigación, admito que es una posibi- 
lidad, pero no hemos sentido que estuviéramos frente a una 
situación de delito. En lo que respecta a esta Administra- 
ción, eso está fuera de todo lugar, porque ninguno de estos 
hechos se configuró durante esta gestión. En lo relativo a 
las anteriores, podrá haber o no haber errores. El señor 
Legislador es muy categórico al juzgar la actuación del 
abogado del Ministerio de Defensa Nacional. Está bien; él 
dice que se hizo tal cosa y que se pudo haber hecho otra 
distinta. Bueno, siempre es diferente analizar el partido con 
el diario del lunes que antes de que se juegue. Naturalmente, 
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después que las cosas ocurrieron, se puede decir que se 
pudo haber hecho otras; puede ser que haya sido así. Pero 
eso no quiere decir que se configure una situación de delito 
o algo similar que amerite una investigación en el Ministerio 
para cumplir, eventualmente, con acciones que la ley nos 
puede mandar. Luego de haber indagado sobre todos estos 
hechos, no advertimos que aparezca esa figura que nos 
obligue a proceder en tal sentido. 


Debo decir que no me vincula ningún lazo de amistad o 
de relación con el doctor Amondarain, quien ha sido men- 
cionado muchas veces. Digo que no tengo ningún tipo de 
actitud que me pueda comprender en la generalidad de una 
situación de conocimiento con él. Pero declaro que me 
parece injusto calificar de esa manera una actitud profesio- 
nal que pudo ser acertada o equivocada -ese es, obviamen- 
te, el riesgo que corremos todos los que alguna decisión 
tomamos-, pero que fue asumida con un sentido de la 
obligación profesional muy afirmado. Además, a través de 
su carrera profesional ha demostrado aptitud y conocimien- 
to para el ejercicio de la profesión a la cual fue habilitado. 
Diría que esta no es únicamente una apreciación subjetiva 
de su labor profesional. A pesar de que tanto se le critica al 
señor abogado haberse equivocado en la interpretación de 
una norma procesal y haber planteado esa solución inciden- 
tal, tan equivocado no estaba desde el momento en que, en 
una etapa fundamental de todos estos incidentes que prác- 
ticamente tiene que ver con sus orígenes, con dictamen 
fiscal previo favorable, el Juez le da la razón. Es decir que 
el doctor Amondarain recibe en su planteamiento el respal- 
do del Fiscal y del Juez. Luego, esa decisión es apelada y un 
Tribunal le da la razón a la otra parte. 


No estoy diciendo que actuó con total acierto; lo que 
estoy diciendo es que no fue una participación a la ligera, 
falta de responsabilidad ni carente de idoneidad. Fue una 
actitud profesional de un hombre que honestamente creyó 
que eso era lo que debía hacer para defender mejor los 
intereses del Estado, y así lo hizo. En primera instancia, el 
Fiscal aconseja que se le dé la razón y así lo hace el Juez, y 
luego un Tribunal, con todo derecho y sin ningún 
cuestionamiento de nuestra parte, dice que él no tiene razón 
y que la razón la tiene la otra parte. 


Digo esto no para afiliarme a la tesis del acierto de la 
interpretación del doctor Amondarain. No; porque pudo 
haber acertado o pudo haberse equivocado. Lo que afirmo 
es que no se es justo en una apreciación tan rápidamente 
formulada al juzgar drásticamente la actuación de un profe- 
sional que en su vida como abogado del Ministerio de 
Defensa Nacional demostró lealtad al servicio y capacidad 
en lo que se le encargaba. 


SEÑOR ROSSTI.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Sí, se- 
ñor Legislador. 
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SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Don Enrique Rubio).- 
Puede interrumpir el señor Legislador. 


SEÑOR ROSSI.- Señor Presidente: deseo formular algu- 
nos comentarios. 


Hay hechos y hechos. Cuando nos referimos a la nece- 
sidad de una investigación administrativa, lo hacemos por- 
que puede estar dirigida a contestar distintas situaciones o 
aobtener diferentes respuestas. Pero hay un hecho, y es ese 
expediente que se desenterró después de cuatro años y 
medio y que, después de un informe, dio lugar a la Resolu- 
ción N? 43.280. Sería importante saber cuáles fueron las 
motivaciones, quién dio las órdenes, quién hizo el informe, 
quién lo orientó, cómo se concretó después en una resolu- 
ción que tuvo todas estas consecuencias. Si bien el Estado 
no ha tenido que pagar ni un solo dólar, como dice el señor 
Ministro de Defensa Nacional -y todos aspiramos a que no 
tenga que hacerlo-, este asunto generó una situación tan 
comprometida que el propio Poder Ejecutivo debió contra- 
tar equipos especiales de asesores con otras remuneracio- 
nes, porque las cosas iban muy mal; ahora el estado del 
expediente es muy malo. Creo que el hecho de que un 
proceso de este tipo termine con la indemnización de un 
dólar en forma injusta es algo que la población del Uruguay 
no se merece y sería un lujo que el Estado uruguayo no se 
puede permitir. 


En cuanto a la labor del abogado del Ministerio de 
Defensa Nacional, el asunto es distinto. No soy yo quien ha 
hablado del error cometido. Yo he conseguido más de una 
opinión en el sentido de que a un estudiante de abogacía lo 
primero que se le dice es que en el escrito que contesta la 
demanda se presenta toda la batería de argumentos, incluso 
los que, eventualmente, el abogado preferiría no utilizar, 
pero que se dejan ahí como una reserva, para poder tener 
todas las posibilidades de defenderse. 


Tengo en mi poder la consulta que presentó la contra- 
parte -los demandantes-, del doctor Enrique Véscovi. El, 
que es una autoridad que no se puede discutir en la materia, 
dice: "La contraparte, que busca justificar la no contesta- 
ción de la demanda en tiempo, ha insistido en la nulidad del 
acto por no llenarse la conciliación, lo cual es un grave error. 
Resulta muy claro que tal circunstancia no produce nuli- 
dad". Esto lo dice el doctor Véscovi, no yo. Por eso me atreví 
a repetir lo del error del doctor Amondarain, a quien no 
conozco. 


Además, el señor Ministro Fau dice que el abogado no 
actuó de ninguna manera con ligereza, sino que lo hizo con 
su mejor conocimiento y disposición. Sin embargo, tengo 
un informe firmado por el Subsecretario de Defensa Nacio- 
nal, que dice: "Según se desprende de los registros, la 
demanda se recepcionó en la División Contencioso el 24 de 
noviembre de 1998 y el recurso fue presentado el 25 de 
noviembre, a las 14:45 hs., sin intervención de la Sala de 
Abogados". ¡Bueno!, no soy yo quien habla de ligereza, 
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pero la verdad es que llama la atención que una demanda por 
estos montos y después de un proceso tan complejo se 
resuelva prácticamente en poco más de veinticuatro horas 
y no presentando la respuesta alo sustancial de la demanda, 
sino a través de un recurso de reposición. Me parece que, 
realmente, se subestimó la gravedad de la situación plantea- 
da. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Don Enrique Rubio).- 
Puede continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL ..- El señor 
Legislador pone énfasis en cuáles son las obligaciones del 
abogado y cómo es formado en la Facultad para el cumpli- 
miento de esas obligaciones. Entre la enorme cantidad de 
principios y valores jurídicos que un abogado recibe por lo 
menos durante seis años en la Facultad, el señor Legislador 
hace mención a uno referido a la obligación del abogado de 
aportar todos los elementos, argumentos y fundamentos 
que tenga en su poder. 


Sinembargo, eso está referido a la instancia en que deba 
hacerse. No significa que cada vez que un abogado presen- 
ta un escrito, cualquiera sea la naturaleza del motivo que lo 
origina, tenga que incluir en él toda la cantidad de sucesos, 
acontecimientos, argumentos y fundamentos de hecho y de 
derecho que considere. Eso lo debe hacer en la instancia 
correspondiente, cuando determinados hechos y los códi- 
gos se lo reclamen. En ese momento, tendrá que cumplir con 
ese principio -de los cientos y cientos de principios que 
regulan la vida del abogado- para poder poner en conoci- 
miento de la parte y del Juez todos los acontecimientos. 


Pero, en este caso, lo que el señor abogado patrocinante 
del Ministerio planteaba era un error de procedimiento; 
estaba señalando que una audiencia de conciliación que 
legal, obligatoria e ineludiblemente -a su criterio- debía 
haberse cumplido, no se había llevado a cabo. ¿Qué tiene 
que hacer el abogado en esa instancia? Aportar todos los 
conocimientos, todos los elementos, todos los argumentos 
y todos los fundamentos de derecho que tenga para el caso 
concreto de la audiencia de conciliación que a su criterio 
debía hacerse y no se hizo. Pero no estaba hablando sobre 
el fondo del asunto, no estaba hablando de la médula ni de 
la sustancia de la querella; estaba señalando un hecho 
puntual, un error procesal que a su criterio se estaba come- 
tiendo. Y le puedo decir que el fundamento de ese error 
procesal que a su criterio se cometió, fue un fundamento 
serio y profundo. Se podrá compartir o no -esoes otracosa-, 
pero que fue un fundamento serio, lo fue. 


Entonces, su razonamiento, señor Legislador, tan válido 
como respetable, no está vinculado a este hecho que nos 
está preocupando y, por lo tanto, ese valor, ese principio o 
esa obligación abogadil que hoy está reclamando se refiere 
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a otra cosa, a otra sustancia que no está vinculada al tema 
puntual que se había señalado. 


En cuanto a la contratación del estudio, yo creo que no 
estaría mal que esta Comisión Permanente coincidiera en su 
satisfacción por la medida que se tomó. De lo que se trata, 
señor Presidente y señor Legislador, es de ver las formas en 
que mejor defendemos al Estado. Y esta es una preocupa- 
ción del señor Legislador y de su fuerza política -como 
gustan decir los integrantes de esa coalición-, y es una 
obligación nuestra y de nuestro Partido político, como 
decimos nosotros. 


Tenemos una misma preocupación, señor Legislador, y 
es que el Estado no se perjudique, que no pague -como 
acaba de manifestar- ni un solo dólar en este sentido. Es 
decir, que la sociedad no cargue con un "gravamen" -entre 
comillas- de esta naturaleza. 


¿Qué buscamos cuando estamos recurriendo a profesio- 
nales de alta y reconocida capacidad? Estamos diciendo 
que el Ministerio cuenta con una Asesoría Letrada de buen 
nivel, con buenos profesionales, que tiene que atender 
centenares y centenares de asuntos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Korzeniak) 


- Por razones que no vienen al caso, el Ministerio de 
Defensa Nacional es el que más asuntos tiene: hay una 
legislación militar muy frondosa, que da lugar a una canti- 
dad de reclamaciones y de planteos, y tenemos una Aseso- 
ría Letrada absorbida, prácticamente, en los temas naturales 
y específicos del Ministerio. 


Por lo tanto, no hay un departamento jurídico especia- 
lizado en derecho civil, no hay un departamento especiali- 
zado en derecho financiero, no hay un departamento espe- 
cializado en derecho público; es el conjunto de los aboga- 
dos que van actuando con capacidad en esa materia. Pero 
cuando estamos hablando de un juicio por US$ 240:000.000, 
tenemos que agotar las posibilidades para que el Estado 
tenga la mejor defensa, a los efectos de lograr que no deba 
pagar ni un solo dólar. 


Cuando cualquier persona se ve enfrentada a defender- 
se, y con mayor motivo cuanto más grave es la causa por la 
que se debe defender, siempre trata de acudir a los aboga- 
dos que tengan el mayor prestigio, producto del ejercicio de 
su actividad profesional, docente y académica, de forma tal 
que le generen confianza en obtener el mejor éxito. 


Aquí hay una materia de naturaleza civil muy clara a 
defender; hay una materia procesal muy clara a defender. 
Entonces, con la Asesoría Letrada del Ministerio y con 
aquellos abogados que en el país son reconocidos como 
verdaderos civilistas que han profundizado sus estudios, 
lo que les ha permitido alcanzar el Grado 5 en la Facultad, 
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creímos que sería conveniente -para que colaboraran con la 
Asesoría Letrada del Ministerio- que el Estado contara con 
los mejores profesionales en materia civil. Y lo mismo ocurre 
con la materia procesal. 


La contratación de un estudio jurídico por parte del 
Estado no es una materia sencilla. No es una tarea sencilla. 
Tuvimos la enorme preocupación de dar a este asunto la 
mayor y absoluta transparencia; tuvimos que recurrir a 
medidas de urgencia, porque los plazos no eran prorroga- 
bles y había que actuar. No podía hacerse una licitación 
pública de estudios porque eso nos habría significado 
perder los plazos y, por lo tanto, el juicio. Había que actuar 
con rapidez. Pero, a la vez, esa rapidez nos tenía que hacer 
lo más prudentes posible respecto a la contratación del 
estudio. Y creemos que lo hemos sido. 


Consideramos y evaluamos más de una posibilidad. En 
lo personal, puse especial atención en que reuniéramos 
todas las condiciones necesarias para que pudiéramos tras- 
mitir al país la certeza de que estábamos haciendo las cosas 
bien y en forma transparente. Este estudio que hemos 
contratado tiene profesionales que valen por su condición 
de profesionales, pero en su caso agregan otros atributos, 
que si bien no son los sustantivos para tener en cuenta a la 
hora de contratar a un estudio, importan. 


El doctor Juan Andrés Ramírez, notoriamente, es un 
hombre de intensa actividad política, pero su vida política 
no la lleva a cabo en nuestro Partido; no la llevó nunca y 
todo indica que no la llevará. No tenemos vínculo con el 
doctor Juan Andrés Ramírez, Profesor Grado 5 de la Facul- 
tad de Derecho, y autoridad reconocida urbi et orbi en 
materia civil. 


En lo que tiene que ver con la materia procesal, creo que 
esta Comisión Permanente podría coincidir en evaluar el 
acierto de nuestra opción, pues para esta materia recurrimos 
al señor Decano de la Facultad de Derecho de la Universi- 
dad de la República. 


Ellos son los abogados que hemos llamado para que, 
junto a la Asesoría Letrada del Ministerio, trabajen para 
mejor defender los intereses del Estado. Esa es nuestra 
preocupación; esa es, si el Cuerpo quiere, nuestra obse- 
sión, que permanentemente evaluamos con el señor Subse- 
cretario. Es una preocupación compartida que tenemos para 
estudiar los pasos necesarios a efectos de afirmar un respal- 
do jurídico a la pretensión del Estado para que, en definiti- 
va, este no tenga que cargar con reclamaciones alejadas de 
la realidad, de la sensatez y del sentido común. 


Estos juicios -¡si serán complejos que desde hace tantos 
años se arrastran!- no tienen únicamente una vinculación 
específica a la materia civil o ala materia procesal. 


Es de estilo -y no voy a explicarlo en este órgano 
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presidido por un prestigiosísimo docente y abogado del 
Uruguay, como el doctor Korzeniak, que conoce mejor que 
todos nosotros la práctica del ejercicio de la profesión de 
abogado- que cuando el abogado está convencido de lo que 
está haciendo y quiere lograr que el Juez tenga el mismo 
convencimiento, busque la mayor cantidad de respaldos 
posibles, para poder convencer al señor Juez de que la razón 
está de su parte y no de la del demandante. Esto ocurre con 
absoluta habitualidad; es la norma. Entonces, si nosotros 
encargamos aun civilista y a un procesalista para que, junto 
a la Asesoría Letrada del Ministerio, defiendan mejor los 
intereses del Estado, pero hay un aspecto vinculado al 
derecho público que también debe ser defendido y explica- 
do ante el Juez, no me parece mal que los abogados que 
hemos contratado, para mejor defender los intereses del 
Estado, en ese tema puntual de derecho público realicen las 
consultas -como lo hicieron- con dos orgullos del derecho 
público uruguayo, como los doctores Cassinelli Muñoz y 
Cajarville Peluffo, que es lo que el estudio ha hecho. 


Entonces, discúlpenme, pero ¿yo qué diría? Yo diría: 
"Felicito al Poder Ejecutivo". Yo nole pido esto a la fuerza 
política Encuentro Progresista-Frente Amplio porque sé lo 
que le significaría visceralmente felicitar al Poder Ejecutivo, 
pero desearía que, sin que figure en la resolución para que 
no queden comprometidos, coincidieran con nosotros en 
que no habría mejor manera de defender los intereses del 
Estado que con el asesoramiento de los doctores Ramírez, 
Abal, Cassinelli y Cajarville. Hemos buscado la 
quintaesencia de la capacidad jurídica nacional para defen- 
der mejor los intereses del Estado. Entonces, por un lado, 
critican a las Administraciones anteriores porque los abo- 
gados no pusieron toda la capacidad y la idoneidad nece- 
sarias para defender al Estado. Muy bien; ahora les decimos 
que vamos a poner a los más capaces, a los más responsa- 
bles, a los más idóneos, ¡y también nos critican porque 
buscamos a los más capaces, a los más inteligentes y a los 
más idóneos! ¿Quién entiende esto? 


SEÑOR ROSSL.- ¿Me permite, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Pido al 
señor Legislador que no abuse de mí, porque sabe que, si 
me interrumpen, me disperso y después me cuesta retomar 
mi razonamiento. Entonces, le pido un poco de clemencia 
para que me pueda expresar y desarrollar mi pensamiento y 
que no haga abuso de sus condiciones parlamentarias tan 
ampliamente reconocidas; se lo agradezco mucho. 


Entonces, tenemos esa enorme tranquilidad de que el 
Poder Ejecutivo obra absoluta y honestamente convenci- 
do. Esto no quiere decir que no nos estemos equivocando, 
señor Legislador; no le estoy diciendo que se afilie a nues- 
tra tesis, pero por lo menos le pido que tenga un pequeño 
hueco en su capacidad de concreción para entender lo que 
el Gobierno está haciendo, cómo lo está haciendo y con 
quién lo está haciendo. 


Sé que tengo que dirigirme al señor Presidente, pero su 
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poder de convocatoria, señor Legislador, es tan notorio que 
miro hacia la izquierda en vez de mirar hacia el centro. 


(Hilaridad.- Interrupción del señor Legislador Rossi) 
SEÑOR PRESIDENTE.- No se puede dialogar. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Quiero 
señalar que lo que nos anima es una preocupación igual a 
la suya, señor Presidente, y a la suya, señor Legislador. 


Lo que queremos es que este juicio resulte exitoso para 
el Estado. No tenemos absolutamente nada con la contra- 
parte. No nos anima ningún deseo de ganarle el juicio, sino 
de salvar al Estado; esa es la obligación por tratarse de un 
bien común cuya defensa es una responsabilidad compar- 
tida por todos nosotros. Es decir que aquí no hay un estudio 
jurídico del Partido Colorado, al que el Gobierno llamó para 
defender mejor sus intereses. No, aquí hay hombres sobre 
cuyas filiaciones políticas no sé si corresponde que hable. 
Hay gente cuyas simpatías están expresadas en todo este 
espectro. De todo este espectro hay simpatías en el equipo 
de abogados que hemos contratado y creo que eso nos da 
tranquilidad y seguridad. 


Además, quiero señalar que lejos de coincidir con la 
interpretación de que el monto de los honorarios contrata- 
dos refleja un signo de debilidad, creo que lo que refleja es 
un sentido de honestidad y de responsabilidad de los 
señores abogados con quienes el Estado ha acordado sus 
honorarios. Considero que esta estimación de honorarios 
que el estudio que hemos contratado ha hecho, es absolu- 
tamente imposible referirla a nada del arancel con que se 
manejan los abogados; en nada. Ni siquiera podemos seña- 
lar que refiere a un porcentaje, porque tampoco alcanza a 
esa calidad. Creo que con un gran sentido de responsabi- 
lidad que los caracteriza, han estimado de acuerdo con el 
Poder Ejecutivo cuál puede ser el monto que percibirían por 
su asistencia y que eventualmente podrían recibir ante la 
naturaleza y el alcance del éxito que pudieran tener en sus 
gestiones profesionales. 


Cuando se trató el llamado a Sala a este Ministerio, el 
señor Legislador Abdala hizo una salvedad, a la vez profe- 
sional y política, en cuanto a que el Ministerio podría tener 
alguna limitación en los informes, en tanto el juicio se está 
llevando a cabo y hay, obviamente, una estrategia de natu- 
raleza procedimental cuya reserva parecería elemental y 
fuera de toda discusión. Esto hace, entonces, oportuno y 
conveniente el planteamiento que en su momento el señor 
Legislador hizo. Por tanto, no quiero entrar en detalles que 
no me correspondería señalar. Lo que puedo decir es que el 
estudio que está actuando, no sólo lo está haciendo con 
una enorme buena fe, sino con un gran convencimiento y 
una enorme seguridad de que vale la pena librar una batalla 
por este juicio, y desde el momento en que lo ha aceptado 
es porque asume que existen posibilidades, en definitiva, de 
salvaguardar como corresponde los intereses del Estado. 
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Para ello, entonces, ya se ha presentado el primer escrito, 
que es una pieza realmente muy importante por el conteni- 
do, por la calidad del razonamiento, por la descripción que 
se hace de los hechos y, sobre todo, por los fundamentos 
de derecho que se refieren, se citan y mencionan en ese 
trabajo escrito, y por los dictámenes de los dos especialis- 
tas consultados. Si bien no he hecho la consulta desde el 
punto de vista profesional con mi Subsecretario, creo que 
en su momento no habría inconveniente en hacer llegar alos 
integrantes de la Comisión los dictámenes, tanto del doctor 
Cassinelli Muñoz como del doctor Cajarville, en los que con 
una enorme fuerza rubrican y ratifican la interpretación de 
quienes, desde un estudio y con la Asesoría Letrada del 
Ministerio, están hoy defendiendo los intereses del Estado. 


Como he concluido esta parte de mi razonamiento y no 
corro peligro de dispersarlo, ahora sí, con mucho gusto, 
concedo una interrupción al señor Legislador Rossi. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR ROSSL.- En el desarrollo de nuestra intervención 
hemos hecho bastante esfuerzo para tratar de expresar con 
claridad lo que nos cuesta mucho comprender porque no 
tenemos ninguna formación en materia de derecho. Sin 
embargo, conocemos perfectamente quiénes son los profe- 
sionales contratados y nunca hemos hecho -ni en la instan- 
cia en la que se nos informó por primera vez en la Comisión 
de la Cámara de Representantes, ni hoy en nuestra interven- 
ción- ninguna referencia negativa respecto de ellos. Desde 
luego, en buena medida, la suerte de este proceso -a la que 
todos apostamos- depende del éxito que puedan tener estos 
profesionales. 


Yo hacía la referencia a que una de las formas de remu- 
neración de estos profesionales era un porcentaje: el 0,075% 
de los abatimientos que puedan lograr en los costos de la 
demanda, porque esto de alguna manera está diciendo que 
el Ministerio de Defensa Nacional reconoce eso como una 
base de referencia. Es cierto que no pagamos un solo dólar 
y esperemos que se concrete la profecía que recién compar- 
tía con nosotros el señor Ministro y no tengamos que pagar 
nada, pero en realidad la historia de este proceso es que en 
sentencia interlocutoria del Tribunal de Apelaciones en lo 
Civil de Segundo Turno, del 27 de setiembre de 2000, se 
perdió, y en sentencia del Tribunal de Apelaciones en lo 
Civil de Segundo Turno, del 14 de mayo de 2003, se volvió 
a perder. Por lo tanto, estamos en una situación muy des- 
ventajosa y por eso se va a la contratación de estos profe- 
sionales. Y por eso lo que hacemos no es referirnos nega- 
tivamente aestos profesionales, que merecen nuestra mejor 
opinión, sino decir que estamos en una condición tan 
desventajosa que fijamos la remuneración con referencia a 
lo que nos ahorren de la demanda, y este es un hecho 
objetivo. 


Por otra parte, he insistido en que esto no nació de un 
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repollo, no surgió por generación espontánea, no es algo 
que no sabemos de dónde salió. Surgió a partir de un 
proceso que habilita una resolución: la Resolución N? 43.280. 
Esa resolución de 1998 -que pone en marcha todo este 
mecanismo que nos tiene donde nos tiene- se dictó porque 
se dio vista favorable a un recurso que se había planteado 
cuatro años y medio antes. Yo hice una serie de preguntas: 
¿por qué se desenterró ese expediente? ¿Por qué no estaba 
archivado? ¿Quién dio la orden? ¡Eso es lo que necesita una 
investigación administrativa! 


Admito que el señor Ministro, al asumir su Cartera, no 
tenía por qué poner bajo sospecha todos los actos de 
Gobierno anteriores, pero en este caso concreto -y no es la 
primera vez que hacemos referencia a él- hay elementos 
suficientes para dudar acerca de cuál fue el motivo que llevó 
a que se tomara esta resolución y se desenterrara el expe- 
diente. En ese sentido es que queremos la investigación, 
porque cuando la demanda es por estos montos y corre un 
proceso como este, tenemos que dudar, y el señor Ministro 
también, además de buscar las razones por las que en algún 
momento, por parte de algún funcionario, se llegó ala firma 
de esta resolución. Por eso estamos reclamando una inves- 
tigación y consideramos que esto es una omisión del actual 
Ministro. ¿Por qué? Porque no toma contacto hoy con este 
tema, sino que lo hizo anteriormente. La pregunta se la 
hicimos al señor Subsecretario hace unos meses y estamos 
esperando una definición. No podemos decir que es un 
problema ajeno, porque es un problema del Estado urugua- 


yo. 


Por último, también preguntábamos por qué no se inti- 
maba al cumplimiento de los servicios adjudicados. En este 
momento, la señora Ana Troncoso tiene permisos y fre- 
cuencias y, sin embargo, no ha hecho uso de ellos, habien- 
do vencido todos los plazos que establece la norma. Enton- 
ces, este Ministerio de Defensa Nacional tiene que actuar. 
La demanda no tiene nada que ver con hacer cumplir la ley 
vigente. Este es también un requerimiento que le hacemos 
al señor Ministro. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- El señor 
Legislador convocante insiste en que yo explique la medida 
que tomó un Ministro hace seis años. No son normas de la 
Administración... 


(Interrupción del señor Legislador Rossi) 


- No me gusta hacer referencias personales, y no las voy 
a hacer nada más que desde el punto de vista institucional. 


El señor Legislador fue gobernante municipal y tuvo asu 
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cargo una Dirección profundamente polémica, que dio lugar 
a que la Junta Departamental de Montevideo lo investigara 
por determinados hechos, que llegaron inclusive a conoci- 
miento del Poder Legislativo, de la Asamblea General. En 
ese momento se lo acusó de cosas muy duras. Llamaba la 
atención que un gobernante municipal fuera protagonista 
de esos hechos. ¿Yo le podría reprochar al actual Intendente 
por no haber investigado al señor Director de Transporte de 
aquella época sobre aquellas gravísimas acusaciones que 
se le hicieron en el seno de la Junta Departamental y que 
fueron elevadas a la Asamblea General? 


(Interrupción del señor Legislador Rossi) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Legislador: no se puede 
dialogar. Se pueden pedir interrupciones, y si se conceden, 
se contesta. 


Puede continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- No se 
me ocurriría pedir a los Ediles de mi Partido que convoquen 
al señor Intendente Arana para que explique la gestión del 
hoy Legislador cuando fue gobernante en Montevideo. No 
lo haría porque cada cosa tiene su tiempo. Seguramente, el 
señor Legislador habrá actuado animado de la mejor volun- 
tad y pensando que hacía las cosas bien. Otros entendieron 
que las había hecho horrible, y por eso hicieron las acusa- 
ciones que hicieron. Inclusive, llegué a tener en mi poder 
algunos documentos que se manejaron en la Comisión 
Investigadora de la Junta Departamental de Montevideo 
que demostraban hechos realmente fuertes. Pero se actuó, 
se procedió, y es así que hoy a nadie se le ocurre llamar al 
Intendente para que explique lo que ocurrió. ¡Bastante tiene 
para explicar con el Teatro Solís y el Hotel Carrasco! Esos 
son los hechos que motivan las preocupaciones de hoy. 


Pero el señor Legislador me pide que investigue a los 
Ministros anteriores. De pronto, podría ser, pero no es una 
norma de gestión administrativa una actitud de esa natura- 
leza. Si me pongo a investigar, ¿qué hago? ¿Me manejo con 
las resoluciones que se tomaron y analizo si fueron legales 
osiestaban legitimadas? ¿Cómo voy a presumir la intención 
de un antecesor mío? ¿Dónde entramos si empiezo a inter- 
pretar la voluntad de mis antecesores en su gestión? De eso 
son responsables ellos. ¿Cómo voy a presumir? ¿Qué voy a 
investigar? ¿Las actuaciones personales de gobierno? ¿Qué 
es esto? ¿Voy a entrar en procedimientos de inquisición 
para saber qué fue lo que pasó por la cabeza del gobernante 
cuando tomó esa decisión? Me tengo que manejar con el 
aspecto normativo, con las normas que dictó y cómo se 
manifestó. Eso es lo que tengo que hacer en lo que está a mi 
alcance. 


Tendría que interpretar por qué el Ministro hizo eso. No 
me gustaría que en el futuro se interpretara qué hice yo 
como Ministro de Defensa Nacional. Entonces, no creo 
tener derecho a transformarme en el intérprete de las deci- 
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siones de mis antecesores. Soy franco: no lo siento. De 
pronto discrepamos, y el señor Legislador cree que tengo 
que indagar para tratar de descubrir el pensamiento del 
señor Ministro que actuaba en ese momento para tomar esa 
decisión. No tengo ese criterio, salvo que ocurran hechos 
que hasta ahora el señor Legislador no ha planteado -ha 
formulado interrogantes-, como ser acusaciones de una 
gravedad tal que configuraran situaciones de delito. En ese 
caso, no sé si investigo yo o abro las instancias procesales 
correspondientes para que otro investigue. Hasta ahora no 
se han aportado elementos de esa naturaleza. 


SEÑOR ROSSTI.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Con 
gusto, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR ROSSI.- Señor Presidente: el señor Ministro ha 
danzado sobre distintos temas, y en ellos se ha referido a la 
Intendencia Municipal de Montevideo y a mi gestión como 
Director de Transporte en el primer gobierno frenteamplista 
de Montevideo. Efectivamente, se dijeron muchas cosas, y 
se hicieron las investigaciones necesarias para poner las 
cosas en su lugar. Creo que muchos de los que decían esas 
cosas hoy no existen. 


Sin embargo, me siento responsable de lo que hice en 
aquel entonces, y creo que los ciudadanos de Montevideo 
tienen legítimo derecho a pedirme cuentas por mi actuación 
en aquel período en el que tuvimos el privilegio de actuar en 
la Intendencia Municipal. Somos de los que creemos que los 
Ministros no tienen responsabilidad sólo durante el perío- 
do en que tienen la oportunidad de estar en el Ministerio, 
porque quienes tenemos la vocación y la oportunidad de 
desarrollar una acción política tenemos responsabilidades 
aun cuando dejemos el cargo que ocupamos. En ese senti- 
do, no me duelen prendas si el señor Ministro Fau, que 
posee tan buena memoria y tiene tan presentes los aconte- 
cimientos de aquella época, promueve los mecanismos -si 
se le da la oportunidad- para que todos los ciudadanos de 
Montevideo puedan tener certeza respecto a cómo se rea- 
liza la gestión pública por parte de quien habla y del gobier- 
no que representaba. 


No creo que el señor Ministro Fau malinterprete lo que 
estoy diciendo. No le estoy pidiendo que establezca un 
Tribunal de Santa Inquisición para ver lo que hizo algún 
Ministro anterior. Lo que le estoy pidiendo es que se 
investigue un expediente -en el que, cuatro años y medio 
después, se resolvió sobre un recurso que se había promo- 
vido- que estaba en condiciones de ser archivado y que, sin 
embargo, se sacó de los pelos para habilitar un proceso que 
está colocando en una situación muy dificultosa al Minis- 
terio de Defensa Nacional, al Estado uruguayo y al conjunto 
de los uruguayos. Eso sí es responsabilidad del señor 
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Ministro. Y no creo que con esto estemos contradiciendo 
ninguna norma de buena gestión administrativa, sino que 
estamos pidiendo que aquello que genera duda se esclarez- 
ca para que el conjunto de la ciudadanía tenga certeza y, por 
lo tanto, pueda creer. 


Lo otro que estoy preguntando al señor Ministro con 
respecto a este caso -no sobre el mundo y sus alrededores- 
es por qué no se ha intimado el cumplimiento de los servi- 
cios a Ana Troncoso y otros, ya que a pesar de este tan 
complejo proceso, tienen autorización para la trasmisión de 
televisión por cable, se les ha otorgado frecuencias, pero no 
existe el servicio. ¿Cuál es la razón por la cual, una vez 
transcurridos los plazos que la ley establece, no se los ha 
intimado, mientras sí han caducado servicios similares? 
¿Por qué este caso se mide con una vara diferente? Esto es 
responsabilidad del señor Ministro Fau; no puede trasla- 
darla. Es el señor Ministro Fau quien debe resolver esto y 
quien debe dar una respuesta aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Las re- 
ferencias políticas que hice no alteran para nada ... 


(Murmullos) 


- Nunca me gustó interrumpir diálogos. No tengo apuro; 
puedo esperar a que los señores Legisladores terminen de 
hablar. 


(Interrupción del señor Legislador Baráibar.- Respuesta 
del orador) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita a los señores 
Legisladores y al señor Ministro de Defensa Nacional que 
no dialoguen, porque dificultan la labor de los funcionarios 
del Cuerpo de Taquígrafos que con gran hidalguía están 
tomando la versión taquigráfica. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Con 
hidalguía y capacidad, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ruega al señor Ministro 
de Defensa Nacional que no dialogue. 


Puede continuar. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Recojo 
la inquietud del señor Legislador Rossi. No prometo una 
investigación porque no siento que deba investigar, pero sí 
me comprometo a hacerle llegar por escrito una detallada 
información referida a la pregunta que me ha formulado 
acerca del procedimiento. Prometo al señor Legislador Rossi 
y ala Comisión Permanente que voy a hacer preparar por los 
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servicios letrados del Ministerio una respuesta a esta pre- 
gunta a efectos de que el señor Representante, como Legis- 
lador, pueda ejercer su derecho de saber qué pasa en la 
Administración. No sé si con esto satisfago la inquietud del 
señor Legislador; le prometo un informe sobre esas instan- 
cias de naturaleza judicial en los términos en que lo está 
solicitando. 


Con respecto a la intimación, debo decir que la mayoría 
de los acontecimientos a los que el señor Legislador Rossi 
hace referencia se llevan a cabo bajo una legislación que no 
está vigente, cuando existía la Dirección Nacional de Comu- 
nicaciones. Ahora hay una Unidad Reguladora de Servicios 
de Comunicaciones, que es la que prácticamente tiene el 
"gobierno" -entre comillas- de toda la política e instrumen- 
tación comunicacional del país. 


Según se me ha informado, esta Unidad Reguladora está 
promoviendo esa intimación, y esa intimación es, en defini- 
tiva, informada al Ministerio. El Ministerio está dispuesto 
atomar todas las medidas que sean necesarias, pero el señor 
Legislador Rossi tiene que comprender que no queremos 
aparecer como en una actitud revanchista o sancionatoria 
contra la parte con la que estamos litigando. Tenemos que 
ser muy cuidadosos para que no se vaya a entender que 
estamos jugando en la liga instancias que no estamos 
jugando en el campo de juego. Eso se está procesando. Hay 
voluntad manifestada por la URSEC de proceder a esas 
intimaciones. Si tenemos que llegar a esa instancia, lo 
haremos, pero concédame la razón, señor Legislador, en 
cuanto a que tenemos que actuar con mucha prudencia para 
que no se malinterprete y se piense que lo hacemos con un 
ánimo sancionatorio o perjudicial porque hoy el Estado está 
contraponiendo intereses con la otra parte. 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Rubio) 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Don Enrique Rubio).- 
Tiene la palabra el señor Legislador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: de acuerdo 
con el Reglamento, dispongo de muy poco tiempo, por lo 
que voy a tratar de hacer una síntesis muy apretada. 


Primer punto: como ya he dicho públicamente, el señor 
Ministro de Defensa Nacional, profesor Yamandú Fau, no 
es el responsable de esta situación que le surgió al Estado, 
producto de todas estas negativas y afirmativas, concesio- 
nes o permisos para el uso del cable en Canelones. Pero es 
el actual Ministro de Defensa Nacional, y un órgano parla- 
mentario que quiere hacer preguntas no tiene más remedio 
que llamar al actual Ministro, puesto que es imposible lla- 
mar a ex Ministros, por lo menos en régimen de Comisión 
General o de llamado a Sala; puede haber otras circunstan- 
cias. 
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Segunda afirmación: pienso hacer una indagación muy 
profunda -la estoy haciendo- sobre este tema, porque tengo 
la convicción de que hubo un gran acomodo -uso esta 
palabra correctamente- en su momento, cuando se gestó la 
posibilidad de hacer esa demanda. Como entiendo que eso 
es así, estoy haciendo una investigación muy fuerte. ¿Por 
qué no he pedido aún algunas otras medidas parlamenta- 
rias? Porque el Poder Judicial está actuando. No quiero que 
ninguna actitud mía en el Parlamento se considere 
presionadora, ni siquiera indelicada, con respecto a un 
Poder que, de verdad, considero como uno de los tres 
Poderes del Estado. Lo considero así con sinceridad, aun- 
que en los hechos creo que no funciona así por diversas 
causas. No obstante, pienso que debería funcionar así. 
Como estamos en una etapa en la que todavía no conocemos 
cuál será la decisión final -aunque hay algunos indicios, 
dichos con una contundencia sorprendente-, por ahora he 
diferido esto. Por mis viejos conocimientos procesales, 
pienso que sin lesionar al Poder Judicial y sin tratar con 
indelicadeza el asunto, en marzo estaré en condiciones de 
plantear temas parlamentarios o de otra índole. 


Tercero: creo que este acomodo se gestó hace muchos 
años. A mí tampoco me gusta manejar nombres, pero hay 
uno que tiene una actuación decisiva en este tema, que es 
el de un colega, el doctor Sofía. Se trata de un hombre que, 
sobre todo en el período de la dictadura, tuvo una vincula- 
ción estrechísima con algunos círculos del Ministerio de 
Defensa Nacional. Inclusive, esa vinculación posibilitó que 
fuera a Estados Unidos integrando el cuerpo diplomático 
uruguayo; si bien, probablemente, desde el punto de vista 
formal la decisión haya sido del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, fue el Ministerio de Defensa Nacional el que lo 
envió. En ese país cometió un delito: robó en un supermer- 
cado. Entonces, lo trajeron para acá y fue sancionado por 
el propio Ministerio de Defensa Nacional. Sin embargo, 
quedó con una vinculación fuerte y con un conocimiento 
muy completo de muchas de las cosas que habían pasado 
en el Ministerio de Defensa Nacional durante la dictadura. 


Entonces, se gesta allí algo que es muy difícil de enten- 
der. Después de que transcurrieron años con sentencias del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo y con recursos 
que no se resolvieron a favor, surge una resolución -que el 
señor Ministro, con cortesía, nos ha prometido enviar con 
todos los detalles- que no solo dice que el tema queda 
reflotado y que se revoca todo aquello que se había negado, 
sino que es por razones de legalidad. Yo no ejerzo la 
abogacía liberal desde hace muchos años, sino la abogacía 
social, pero es algo parecido a decir: "Demándenme maña- 


" 


na. 


La demanda -ya su lectura deja estupefacto- reclama un 
daño emergente de US$ 54:226.968. Está basada en unas 
revistas de los censos, en las que se dice cuántas personas 
hay en Canelones, en sus diversos pueblos, los promedios 
que se podrían abonar y cuánto se pagaría poreso. A la cifra 
anterior se suman -nótese- US$ 46:634.398 de lucro cesante, 
lo que hace algo así como US$ 100:000.000, y se agregan 


COMISION PERMANENTE 


C.P.-595 


US$ 50.000 de daños morales por las angustias sufridas por 
la persona debido a las decisiones que la dañaban y otros 
US$ 50.000 por su esposo, que firmaba como abogado y 
que, a su vez, sufría por las angustias que padecía la señora 
debido a esos problemas. Realmente, la lectura de esa 
demanda despierta una idea muy clara de que hay algo muy 
feo detrás, que, repito, estoy investigando y voy a inves- 
tigar hasta el fondo. Si tengo que formular denuncias pena- 
les, porque hay mucha gente involucrada que no tiene 
fueros -si los tuvieran, de todos modos se podrían formular, 
pero vendría el tema al Parlamento-, las haré en los Juzgados 
Penales. Lo digo como Legislador y con el convencimiento 
de que tengo la obligación de hacerlo. 


¡Yo no entiendo cómo en este país se puede admitir que 
un canal de televisión de un departamento del interior, si 
hubiera funcionado, podría haber ganado US$ 240:000.000 
líquidos en cinco años! He dicho, en un símil un poco 
exagerado, que ni la CNN podría ganar eso en cinco años en 
Canelones. Ni la CNN ni todos los canales juntos en el 
Uruguay. ¡Nadie! Yo no puedo convencerme de que eso se 
produzca en este país, con un Poder Judicial que tiene sus 
defectos pero en el cual sustancialmente, globalmente, 
confío. 


Esta demanda sumaba US$ 100:960.000 poniendo todas 
esas cosas. Yo me enteré de esto en agosto de 2003, porque 
el compañero que estaba sentado en esta banca me informó 
que el señor Subsecretario había comparecido a una Comi- 
sión de la Cámara de Representantes. Conseguí la nota que 
el Poder Ejecutivo le mandó al Tribunal de Cuentas pidién- 
dole autorización para contratar a tres abogados de un 
estudio. Imagino que no fue contratado todo el estudio 
porque los honorarios son por debajo del arancel y uno de 
los miembros es el Presidente del Colegio de Abogados, 
quien por su investidura no puede cobrar menos de lo que 
dice el arancel. Supongo que fue así. 


También hice la crítica de ese punto, no por los aboga- 
dos contratados, a quienes conozco y sé que es gente que 
sabe, que tiene preparación. Simplemente, me parece que en 
este país no hay nadie que tenga la menor duda de que este 
es un tema de derecho público: resoluciones administrati- 
vas, revocaciones, Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo. ¿Dónde está el profesor de Derecho Público en ese 
estudio contratado? Ahora tienen que pedir una consulta a 
los Dres. Cassinelli Muñoz y Cajarville, Profesores de De- 
recho Público. El doctor Ramírez es un civilista de primer 
orden, pero es un civilista. Este no es un problema de 
derecho civil. ¡Claro! Todos los problemas tienen aspectos 
de procedimiento y aspectos civiles. ¡Todos! En el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo hay que conocer el pro- 
cedimiento: cuándo se plantea la demanda, el período de 
prueba, cómo se hace todo. Pero el tema es de derecho 
público. Se contrata a un estudio que, según se dice, fue 
detectado como un estudio de gran experiencia. ¿Quién va 
a dudar de la experiencia de esos abogados? 


Además, eso refleja una horrible costumbre que se está 
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adoptando en Uruguay y que no comparto. Aclaro al señor 
Ministro que no estoy hablando de lo importante. El señor 
Ministro no firmó la nota, sino que lo hizo el señor Subse- 
cretario, pero este tema sí podría ser de su responsabilidad. 
De todos modos no es un tema importante, sino absoluta- 
mente colateral. ¡El tema importante es el acomodo que 
hubo atrás de este asunto para que el Estado se viera 
enfrentado a una demanda de US$ 240:000.000 por el uso de 
un canal de televisión por cable en el interior del Uruguay! 


Se hacen unos razonamientos absolutamente increíbles. 
La demanda dice que si bien se trata de unos pueblos de 
Canelones, hay una zona de Montevideo en la que los 
canales de televisión por cable no llegan y que, entonces, 
ese canal habría llegado a la zona rural de Montevideo, y 
que en San José tampoco se cubre todo el territorio del 
departamento, sino que quedan kilómetros en los que no 
llegan los otros canales y que habrían sido cubiertos por 
este canal. En todos esos censos que revisan encuentran 
que hay 78.000 habitantes, de los cuales una mayoría muy 
grande podría abonarse al cable, y eso los lleva a una 
demanda que arranca con US$ 100:000.000. 


Nótese cómo está hecha la carta del Poder Ejecutivo. El 
doctor Batlle es abogado y el doctor Bluth también, y con 
ejercicio profesional de muchos años. Es cierto que la carta 
dice que, como surge de la documentación que se acompa- 
ña, el monto del asunto asciende a US$ 68:000.000 y que al 
día de hoy con los ilíquidos llegaría alos US$ 240:000.000. 
Pero no se dice así cuando se está litigando; no lo dice 
nadie. Yo no conozco abogado que empiece diciendo las 
cosas de esa manera. Se dice: "La otra parte está haciendo 
una reclamación poco menos que increíble de esa canti- 
dad", pero no se puede decir: "Reclamó esto y con los 
líquidos hoy está en esto". Entiendo que es una 
fundamentación para pedir autorización para contratar a un 
estudio. Eso es verdad, pero creo que hasta la carta está mal 
hecha. La carta da la impresión de un Estado vencido; yo la 
leo y eso está claro. 


Dice algo que es muy cierto: que es una demanda sin 
precedentes en nuestro país, por el monto. ¡Y claro que no 
tiene precedentes! Pero yo me hago una pregunta. No me la 
voy aagarrar con ningún colega, pero ¿el Ministerio nunca 
dijo nada al abogado que contestó la demanda? ¿Nunca le 
dijo nada? ¿El Ministerio no tiene unos cuantos abogados 
-yo los conozco- que llevan años trabajando y que conocen 
estos temas a fondo? El primer Juez que intervino, el doctor 
Keuroglian, fue quien tomó una resolución basada en una 
filosofía moderna del derecho, que es el realismo jurídico 
-una filosofía escandinava que está un poco de moda y que 
me parece muy buena-, y dijo: acá la conciliación no se hizo 
y, si bien es cierto que hay que oponer todas las excepcio- 
nes en el primer escrito... Este es el abecé. Un alumno de la 
Facultad que no conozca eso, desconoce lo elemental del 
procedimiento; antes se oponían las excepciones dilatorias 
y, después de resueltas, recién se iba al fondo, y ahora hay 
que contestar todo junto. ¿Al abogado nadie le dijo nada? 
¿Al señor Ministro no se le ocurrió traerlo acá, para ver si 
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le podíamos hacer alguna pregunta? Tengo entendido que 
el doctor Amondarain ya tenía años de experiencia. Y a 
pesar de los informes de algunos especialistas en cuanto a 
que si no se contestó al principio todo, no se puede contes- 
tar, el doctor Keuroglian toma una decisión que dice que 
primero debe acreditarse que se llenó la conciliación y 
mientras tanto no corre el término para contestar la deman- 
da. 


Y después no se contesta el monto. Se vuelve a hablar 
de los argumentos clásicos: que el permiso es precario, 
revocable, cuando ya el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo se había pronunciado sobre todo eso. ¿De esas 
cosas no se habló en el Ministerio? 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 
- Pido a la Mesa una excusa de dos minutos. 


Yo digo al señor Ministro -él a veces se divierte un poco 
con esto y me niega cosas que son verdad, pero que no 
tienen importancia; son pequeñas mentirillas- que he pre- 
guntado a militares de alto rango, muy cercanos al Ministe- 
rio de Defensa Nacional, y de este tema nunca se hablaba. 
¿Cómo es posible que pasen los años y no se hable de un 
tema, cuando desde hace años había una resolución en el 
expediente que decía que el Estado no tenía chance de 
contestar sobre el fondo del asunto? Yo la leí y fue apelada 
y confirmada. Todo eso hay que investigarlo. 


Pido al señor Ministro que me perdone el tono vehemen- 
te, pero como uno está acostumbrado al ejercicio de la 
profesión puede decir que, por la no concesión de un cable, 
una demanda por US$ 240:000.000 está basada en un aco- 
modo. ¡No hay otra posibilidad! 


(Campana de orden) 


- Hablen con todos los dueños de cable de todo Uruguay 
y pregúntenles si es posible que eso ocurra, que eso ocurra 
lícitamente. 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (don Enrique Rubio).- Ha 
concluido su tiempo, señor Legislador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: le agradezco. 
Pido disculpas al señor Ministro, quien -como dije con un 
lenguaje un poco futbolero- se está comiendo un garrón del 
cual él no es responsable, porque todo esto pasó bajo otro 
Ministerio. 


En segundo lugar, agradezco a la Mesa por su tolerancia, 
pero yo necesitaba este desahogo. Lo pienso hacer en 
marzo cuando, según mis cálculos, no esté interfiriendo con 
la actividad del Poder Judicial. 
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SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (don Enrique Rubio).- 
Hecha la catarsis por parte del señor Legislador Korzeniak, 
continúa en uso de la palabra el señor Ministro de Defensa 
Nacional. ¿O acaso había concluido? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- De los 
desahogos no me gusta ocuparme, señor Presidente; bas- 
tante tengo con los míos. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Don Enrique Rubio).- 
Tiene la palabra el señor Legislador. 


SEÑOR BARAIBAR.- Señor Presidente: creo que hemos 
asistido a una sesión cuyas consecuencias conoceremos 
en el futuro. 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Korzeniak) 


- Me parece que ha hecho muy bien el señor Legislador 
Rossi al plantear este tema en los términos en que lo ha 
hecho, con una rigurosidad y un apego al relato de los 
acontecimientos tal cual se dieron, que llevaron a un hecho 
que, a pesar de los años que llevo en el Parlamento, no me 
deja de llamar la atención: que el propio Ministro haya 
obviado relatar los hechos; prácticamente se hizo eco de la 
descripción efectuada por el señor Legislador Rossi. Por el 
gesto que ahora está haciendo el señor Ministro, sé que 
efectivamente es así. 


El rigor y la minuciosidad del relato de los acontecimien- 
tos, asícomo la seriedad y el carácter exhaustivo del planteo 
que hizo el señor Legislador Rossi, de ninguna manera 
justificaban la chicana -no se la atribuyo al señor Ministro, 
porque como fue muchas veces parlamentario pienso que 
no utiliza ese recurso en esta instancia- de recordar algunos 
episodios, muy vagamente, muy en la línea de insinuar 
cosas sin concretar nada, con relación a la actuación del 
señor Legislador Rossi en la época en que fue Director de 
Transporte de la Intendencia Municipal de Montevideo. 
Creo que es una cosa que no se merecía, por la seriedad con 
que el tema estaba planteado, ni por el rigor con que fue 
abordado, ni por su trascendencia. Las formas son impor- 
tantes, pero mucho más lo es el tema de fondo. 


Creo que el señor Presidente se equivocó al tildar su 
intervención como un desahogo, porque le permitió una 
salida elegante al señor Ministro, diciendo que no contesta 
desahogos. Creo que más allá de la forma y del estilo, están 
las cosas que se dijeron, que son importantes. Se dijo que 
aquí hubo una maniobra muy grande, con cifras absoluta- 
mente imprevisibles si se tiene en cuenta la historia de este 
país. 


Creo que no son satisfactorias, en absoluto, las explica- 
ciones que ha dado el señor Ministro. Terminó con un gesto 
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casi de perdonavidas, diciendo que estaba dispuesto a 
hacer alguna investigación y a enviarnos alguna informa- 
ción sobre lo planteado por el señor Legislador Rossi. Eso 
es algo que él tendría que haber traído aquí. Eso nos lo 
tendría que haber dicho acá, pero nos dijo que nos lo iba a 
mandar en la época de las calendas griegas. ¡No es esa la 
forma! 


El señor Ministro hizo referencia a que yo estaba dur- 
miendo, pero quiero decirle que estaba atendiendo, porque 
ese es mi estilo; usted no lo sabe y lo tiene que saber ahora. 


Hasta habló de las consecuencias que, en el plano de la 
eficiencia para hacer los reclamos, podía tener el hecho de 
que la demandante y el abogado fueran un matrimonio, por 
todas las facilidades que eso implica. Dedicó un largo 
párrafo a ese aspecto, que yo creo que no venía al caso. 


También dedicó un elogio inconmensurable al doctor 
Amondarain. Dedicó un enorme espacio a decir que no 
correspondía investigar los hechos pasados y prácticamen- 
te no dio ninguna explicación acerca de las acusaciones 
muy concretas que el señor Legislador Rossi había hecho. 


Mi intervención apuesta a la perplejidad que puede 
tener una persona que no esté interiorizada de todos los 
detalles, pero que después de varias horas de escuchar 
hace una composición de lugar. Quiero subrayar que los 
US$ 240:000.000 son una cifra a tener en cuenta. Sinembar- 
go, largamente en su exposición el señor Ministro insistió 
en que esa es la cifra que piden, pero que otra cosa es lo que 
se pagará. Pero he aquí que tan importante es esa cifra y 
tantos ceros hay a la izquierda y a la derecha para calcular 
el porcentaje que cobrarían los abogados, que tendría que 
recurrir a la computadora para saber en definitiva cuánto 
habría que pagar por concepto de honorarios. Estoy seguro 
de que da una cifra muy importante, que la estarían cobran- 
do en función de un número que se dice que no tiene ningún 
valor. ¡Vaya si adquiere valor desde el momento en que se 
toma como base para pagar a los juristas! 


Y también en el otro capítulo que el señor Ministro le 
dedicó, hubo algo que se soslayó. Es obvio que al Partido 
Nacional no le iba a decir ninguna novedad sobre la filiación 
política del doctor Juan Andrés Ramírez. Y también nos 
quiso involucrar a nosotros en cuanto a juzgar la ecuanimi- 
dad, la justeza y la sabiduría que el Ministerio ha tenido al 
designar a este estudio de abogados. Pero esa habilidad se 
cayó como manzana madura con la afirmación categórica 
que hizo nada más y nada menos que un Grado 5 de Derecho 
Constitucional de la Facultad de Derecho -nuestro Presi- 
dente, el señor Legislador Korzeniak- en el sentido de que 
no eran esos los abogados que hubieran correspondido 
para manejar este tema. Eran otros. Tanto eran otros que 
tuvieron que pedirles un informe. Entonces, me pregunto: 
¿dónde está la sabiduría? 


No quiero que de mis palabras se entienda que existe un 


598-C.P. 


desconocimiento de la persona del doctor Juan Andrés 
Ramírez, cuya solvencia, idoneidad, técnica y demás todos 
reconocemos y destacamos, así como también su persona- 
lidad en el plano político, por la que siento admiración, y no 
tengo problema en reconocerlo. 


De paso, voy a decir que no tengo inconveniente en 
ponderar al Poder Ejecutivo -otra cosa que dijo el señor 
Ministro Fau- cuando hace las cosas bien. Lo hemos hecho 
muchas veces y lo seguiremos haciendo en todas aquellas 
oportunidades en que tengamos la convicción de que ha 
hecho algo que lo justifica. Pero en este episodio mi indig- 
nación fue aumentando a medida que fui tomando conoci- 
miento minucioso del tema y escuché las respuestas abso- 
lutamente superficiales con las que el señor Ministro nos 
quiere dejar contentos esta tarde. ¡De ninguna manera! Este 
es un episodio muy grave, en el que el Estado puede quedar 
muy comprometido y hay que investigar la actuación de los 
abogados. Precisamente, ahora tenemos un episodio en el 
que se está indagando acerca de la conducta del Poder 
Judicial. Lo está haciendo el propio señor Ministro del 
Interior porque se llega a la constatación de que ese funcio- 
nario no actuó de acuerdo con lo que establecen las normas 
según su cargo. 


Comparto la primera afirmación que hizo el señor Legis- 
lador Korzeniak, en el sentido de que todo esto no tiene 
nada que ver con el período de actuación del señor Ministro 
ni del señor Subsecretario, pero no estamos indagando por 
mera curiosidad histórica. No venimos aquí a hacer un 
"racconto" de sucesos del pasado, como podríamos haberlo 
hecho sobre algún episodio histórico que a veces surge en 
el debate parlamentario. Acá están en juego US$ 240:000.000, 
y lo que de ahí se empiece a bajar. Pero, de todas mane- 
ras, lo que se baje va a tener mucha importancia con rela- 
ción a lo que va a cobrar el estudio jurídico que fue contra- 
tado. 


Entonces, reitero, no me satisfizo la forma en que el 
señor Ministro encaró su intervención. En lenguaje parla- 
mentario, se fue por las ramas, extendiéndose hasta en 
demasía anécdotas sobre el episodio y no yendo en ningún 
momento al fondo de las acusaciones que con mucha certe- 
za hizo el señor Legislador Rossi y que con gran precisión 
y rigor técnico complementó el señor Legislador Korzeniak. 
Yo no diría que fue un desahogo; fue una pieza muy impor- 
tante que el señor Ministro tendría que haber contestado, 
en lugar de recurrir a la chicana de decir que, como fue un 
desahogo, no la contestaba. Vayamos a la médula de lo que 
dijo. 


Por eso, esta sesión terminará hoy o cuando correspon- 
da, pero el episodio no termina porque acá hay hechos 
graves que deberán seguir investigándose. Y el señor Mi- 
nistro, aunque no sean responsabilidades correspondien- 
tes al período de su gestión sino a años anteriores, debe 
rendir cuentas ante el Parlamento cada vez que este se lo 
requiera. 
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SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Señor 
Presidente: la intervención del señor Legislador me obliga 
a realizar algunas consideraciones. 


En primer lugar, creo tener derecho a manifestar mi 
sorpresa ante el tono y el estilo que utilizó el señor Legis- 
lador para referirse a las afirmaciones del Ministro. El señor 
Legislador Rossi, quien planteó este tema y tiene la autoría 
de la inquietud en estas cosas, puso mucha fuerza, mucho 
calor y entusiasmo, pero habilitó un diálogo respetuoso, 
como corresponde. Coincidimos o discrepamos, pero me 
sentí muy cómodo al debatir estos temas con él. 


Por otra parte, el señor Presidente, que por naturaleza es 
fogoso y entusiasta y pone mucha pasión en sus cosas, 
también hizo referencias muy fuertes, las aclaró y las ubicó 
en su correspondiente marco. Pidió disculpas, pero no se 
las acepto, no por necio sino porque no creo que correspon- 
da, porque no me sentí molesto en absoluto por sus reflexio- 
nes. Entonces, no se pueden enojar conmigo porque haya 
hablado de desahogo, porque no fui yo el que lo dijo. No sé 
por qué el señor Legislador se enojó conmigo. 


Me sorprendió; lo conozco desde hace muchos años y 
no es su estilo o, al menos, no lo era. No es el estilo que él 
y su sector político manifestaron en los últimos años, 
porque han sido muy comprensivos con el Gobierno, muy 
contemplativos, y el Gobierno valora la actitud mesurada, 
responsable, comprensiva, de ayudar como lo hicieron tan- 
tas veces. Para nosotros, esos son valores que importan. 
Por lo tanto, mientras marcaban una notoria diferencia con 
otros sectores de su coalición, durante años, el señor 
Legislador fue -reitero- contemplativo, colaborador, y un 
hombre que comprendía los problemas del Gobierno, en una 
actitud de moderación manifiesta que ya se estaba transfor- 
mando en clásica. 


Hoy, sin embargo, cambia el tono, cambia el estilo; es el 
opositor atrincherado en la lucha contra el Gobierno y 
contra el Ministro y, como no es su estilo, y el estilo es el 
hombre, no le sale bien. No es su forma de ser; él es mucho 
más noble y su formación profundamente cristiana lo hace 
más comprensivo de las realidades humanas y políticas. 
Entonces, se desbordó y dice que yo no lo satisfice. Bueno, 
es probable; no era mi aspiración que mis explicaciones 
fueran satisfactorias. Por tanto, de eso no me quejo. Pero no 
me ponga en una situación de atrincheramiento para discu- 
tir con usted, adjudicándome comentarios de los que no soy 
el autor, sino que se originan en expresiones de otros 
miembros de la Comisión Permanente. 


En cuanto a las maniobras con las cifras, yo me afilio a 
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la tesis más tremendista de todos ustedes, porque ¿qué 
tiene que ver el Gobierno con esta cifra? Al contrario, el 
Gobierno está agraviado con esta cifra. Seguramente, toda 
esa pasión que ponen en calificarlas se refiere a las estima- 
ciones del doctor Sofía y de su cliente, pero el Gobierno no 
tiene nada que ver en ello, tanto que está luchando en el 
marco de la ley para no pagarla. 


Por lo tanto, cuando se habla de los agravios que des- 
pierta esa cifra, nos sumamos con entusiasmo al coro de las 
críticas, porque son las que justamente están determinando 
la acción del Gobierno. Todo lo que estamos haciendo es en 
procura de eso. Evidentemente, no levanta coincidencias; 
nos gustaría que todos concordáramos, pero alos liberales, 
a los liberales auténticos, a los que creemos en el pluralis- 
mo, no nos agravia que tengamos más de una opinión. Nos 
habría gustado que todos estuviéramos de acuerdo en que 
estamos haciendo las cosas bien, pero no nos quita el sueño 
que algunos piensen que está bien y otros piensen que está 
mal. Pero esta cifra no es la del Gobierno, no es la del 
Ministerio de Defensa Nacional, sino que es la que han 
establecido el doctor Sofía y la señora Ana Troncoso. Por 
lo tanto, de pronto en esto sí hay unanimidad: todos nos 
horrorizamos con la cifra. 


En cuanto a las referencias de naturaleza política que 
hice en un órgano parlamentario, no necesitan siquiera 
explicación; la esencia de este Órgano son los debates 
políticos. Y silo hice en forma abstracta fue porque entien- 
do que no son los temas de discusión de hoy en la Comisión 
Permanente. Pero si el señor Legislador Baráibar quiere que 
lo concrete, no tengo problema ni de día ni de hora. Tengo 
la suficiente documentación en mi portafolios para ponerla 
encima de la mesa y discutir los hechos concretamente, ya 
que sé cuáles son, los tengo perfectamente determinados, 
conozco todas sus características, conocí sus consecuen- 
cias y en algunos de ellos tuve participación en materia 
investigativa. Por lo tanto, no los traigo a consideración 
porque no es un tema de debate, pero tengo derecho a hacer 
mis razonamientos políticos y este tipo de reflexiones. 
Ahora bien, si se quiere discutir eso en este momento, estoy 
en condiciones de hacerlo, pero no creo que sea una nece- 
sidad de mi parte. Ante esa actitud medio amenazante de 
decir que se habló de cosas en el aire, quiero expresar que 
generalmente no digo cosas en el aire -lo mío es muy 
modesto, siempre lo ha sido-, siempre me he referido acosas 
que conozco y nunca hablo ni de lo que me dicen ni de lo que 
me cuentan. Por lo tanto, si fui algo etéreo, lo hice para 
contribuir a respetar el orden del día con que esta sesión fue 
convocada, pero no porque no me encuentre en condicio- 
nes de asumir un debate sobre los temas de fondo que se 
han planteado. 


En cuanto a las preguntas que puedan quedar pendien- 
tes, alguien podrá decir que no se contestaron, otros podre- 
mos decir que las hemos contestado. En todo caso, no hubo 
intención de perdonarle la vida a nadie -como si en este 
Parlamento hubiera gente que acepte que se le perdone la 
vida-, pues sería una irrespetuosidad de mi parte pensar que 
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puedo convencer a un órgano del Parlamento uruguayo 
prometiendo contestar por escrito una pregunta que se 
formuló. En mi cabeza eso no cabe. No sé si la capacidad de 
otra cabeza admite que eso entre en sus dimensiones 
craneanas. 


Por lo tanto, creo que hemos contestado lo que se nos 
ha preguntado. En su intervención desde la banca, el señor 
Presidente señaló que habría sido bueno haber traído a la 
sesión al abogado. Es un criterio absolutamente respetable; 
yo no lo comparto. Siempre he defendido la autonomía y la 
independencia de los asesores letrados de los Ministerios 
en los que he actuado y me parece que, sin ser la voluntad 
de quien lo propuso, podríamos hacer sentir presionado 
políticamente a un profesional que libremente tiene que 
ejercer la profesión para la cual fue formado. Reitero que 
todo aquello que nosotros podamos aportar como informa- 
ción estamos dispuestos a proporcionarlo. En lo que a 
nosotros corresponde, no hay nada que sea oculto, nada 
que tengamos temor a que se conozca públicamente. Por lo 
tanto, si se quiere contar con una información mayor, ade- 
lanto la opinión de que todo lo que esté a nuestro alcance 
será debidamente informado, como haré con la inquietud 
que planteó el señor Legislador Rossi acerca de un tema 
puntual, para lo cual me parece que debería tener más 
elementos que aquellos de los que hoy dispongo. Esto es 
lo que pienso incorporar en la nota que por escrito le habré 
de enviar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR BARAIBAR.- Señor Presidente: brevemente, 
quiero señalar que lo que se dice es lo que queda en la 
versión taquigráfica; en ella se podrá comprobar que lo que 
dije es absolutamente respetuoso en todo momento de la 
actuación del señor Ministro. En cuanto a la fuerza, el vigor, 
el tono, todo ello se lo he escuchado emplear al señor 
Ministro en sus períodos de Legislador. Hoy vino en una 
onda tranquila, pero a veces también lo he escuchado 
cuando se enoja, y no por eso voy a decir que es tranquilo 
o vehemente; será como debe ser en cada oportunidad: a 
veces tranquilo, a veces vehemente. Por si el señor Ministro 
no me conocía, quiero decirle que cuando siento que las 
circunstancias -ahora, antes o cuando sea- exigen hablar 
con vehemencia, así lo hago. Como en esta reunión no vaa 
haber conclusiones, aunque evidentemente estamos exami- 
nando temas que tienen proyección hacia el futuro, en 
alguna medida había que hacer un resumen de las distin- 
tas intervenciones -fue lo que yo intenté- para extraer 
alguna determinación del estado de situación en que que- 
damos. 
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Creo que mi intervención fue un aporte a la exposición 
final del señor Ministro, y con la misma vehemencia con que 
hablé, lo volvería a hacer si asílo exigen las circunstancias. 
Digo con tranquilidad y con el aprecio que el señor Ministro 
sabe que le tengo, por nuestra larga trayectoria en la acción 
política, que lo que expresé es lo que entiendo -con fuerza 
o sin fuerza, con el estilo de Asamblea Uruguay o con el 
estilo de quien sea- que en este momento correspondía 
decir. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL ..- Señor 
Presidente: quiero señalar que el señor Subsecretario de- 
searía aportar una información, que puede proporcionar 
ahora o después de que otros señores Legisladores hagan 
uso de la palabra. Si pudiera intervenir en este momento, de 
pronto contribuiría al debate. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa señala que una sesión 
en régimen de Comisión General habitualmente se desarro- 
lla mediante preguntas y respuestas. Por lo tanto, la res- 
puesta va dirigida a quien pregunta, y el que pregunta se 
dirige al señor Ministro o al señor Subsecretario. De manera 
que trataríamos de que todas las respuestas no se conside- 
raran como alusiones; obviamente, todas lo son, porque se 
hace una pregunta a una persona y esta responde. 


Tiene la palabra el señor Subsecretario de Defensa Na- 
cional. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- 
Señor Presidente: agradezco a los señores legisladores por 
darme la oportunidad de hacer uso de la palabra en esta 
sesión, con lo que quizás contribuya a dilucidar y contestar 
algunas de las preguntas formuladas. 


Se ha cuestionado la selección de los abogados, en 
mérito a que era evidente que los asuntos en cuestión eran 
de derecho público. Quiero aclarar al señor Presidente y a 
los señores Legisladores que este no es el caso. Se trata de 
un juicio en que se reclaman daños y perjuicios de carácter 
civil y comercial, en el cual se formulan proyecciones de 
rendimientos comerciales, de daños que los actores pudie- 
ran haber sufrido como consecuencia de haber sido priva- 
dos del derecho a ciertas explotaciones comerciales. Otro 
de los temas principales era de naturaleza procesal: deter- 
minar si el Estado había o no agotado, en los términos que 
todavía estaban planteados en el juicio, su única oportuni- 
dad para contestar las cuestiones de fondo. Quiero decir 
con esto que la selección de los abogados de la talla de los 
profesores Ramírez y Abal estaba plenamente justificada en 
función de los temas que dentro del juicio parecían ser, 
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repito, los principales. Además, el doctor Ramírez nos seña- 
ló que su estudio contaba con algunos abogados especia- 
lizados en el área de las telecomunicaciones -radiodifusión 
y televisión para abonados-, lo cual agregaba una dimen- 
sión positiva adicional para su selección. 


A medida que los abogados contratados fueron avan- 
zando en el análisis y en el estudio de este caso, conside- 
raron que el juicio -por lo menos desde su punto de vista- 
debía encaminarse también por el lado del derecho público, 
del derecho administrativo, planteando incidente de nuli- 
dad -acción que luego promovieron- que se concentrara 
fundamentalmente en los aspectos de derecho público. Por 
lo tanto, para reforzar su demanda de nulidad en vía inciden- 
tal, agregaron a la demanda consultas coincidentes de los 
profesores Cajarville y Cassinelli Muñoz. Debo reiterar que 
se trata de un incidente de nulidad planteado dentro del 
juicio principal, que no estaba previsto originariamente 
cuando se contrataron los servicios de los doctores Ramírez 
y Abal. En realidad, la razón de urgencia para contratarlos 
fue que el Ministerio tenía conocimiento de que se estaba 
por notificar una demanda por honorarios por el monto de 
US$ 10:661.000. En cualquier momento, pues, el Ministerio 
podía ser notificado de esa demanda de honorarios, funda- 
da en el supuesto monto del asunto, el cual, a su vez, 
consistía fundamentalmente, en reclamaciones civiles, y 
comerciales por tratarse de lucros cesantes, daños emer- 
gentes, etcétera y la reclamación por daño moral por un 
monto relativamente menor comparado con los otros. Esa es 
la explicación de por qué se contrataron los servicios de los 
doctores Ramírez, Abal y Carbajales. Y, repito, solamente a 
medida que fueron profundizando en el estudio del asunto, 
tomaron más preeminencia los aspectos de derecho públi- 
co. 


Además, se cuestionó el contenido de la carta enviada 
por quien habla solicitando autorización para la contrata- 
ción. Parecería que se ha olvidado que esa carta fue enviada 
en medio de un juicio en el que la Justicia ya había decidido 
muchas cosas. Cada uno puede tener su opinión personal 
acerca de silos Jueces sentenciaron correctamente, pero es 
obvio que al Poder Ejecutivo como tal, no le correspondía 
emitir juicio sobre las sentencias interlocutorias ya dicta- 
das en autos, por lo que intentó ser lo más objetivo posible, 
precisamente para no comprometer al Poder Ejecutivo y no 
invadir la competencia y los cometidos de otro Poder del 
Estado. No obstante, era obvio que los plazos corrían y que 
había una gran urgencia. Si bien el monto reclamado parece 
absurdamente alto -a mi juicio, lo es-, el hecho es que dentro 
del Poder Judicial se ha manejado este asunto como tantos 
otros, independientemente de su monto. El Ministerio esta- 
ba por ser notificado de una demanda por honorarios por 
US$ 10:661.000. Este Subsecretario no estaba dispuesto a 
tomar esto a la ligera, aun cuando el monto a que hice 
referencia parezca y efectivamente sea, a mi ver, totalmente 
absurdo, tal como lo he manifestado. 


Me pareció que para alertar al Poder Ejecutivo, al Presi- 
dente de la República, al Tribunal de Cuentas y a la Comi- 
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sión Asesora que debe autorizar este tipo de contratacio- 
nes, era suficiente señalar el monto y el estado de los 
procedimientos de los que surgía, precisamente, suma ur- 
gencia en la resolución. 


Estoy muy satisfecho de que los esfuerzos para salvar 
todos los obstáculos y satisfacer todos los requerimientos 
jurídicos para poder nombrar a estos abogados se hayan 
hecho en tiempo suficiente como para que pudieran efecti- 
vamente ejercer la defensa del Estado a tiempo. 


Veo que el señor Presidente tiene alguna observación 
para formular. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Quisiera aclarar que yo no me 
referí a la carta del señor Subsecretario, sino a la que envía 
el Poder Ejecutivo al Tribunal de Cuentas. Esto no varía 
mucho el tema, pero quería aclarar que no aludí a la carta 
original en la que el señor Subsecretario plantea la informa- 
ción, sino a la que el Poder Ejecutivo dirige al Tribunal de 
Cuentas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- 
De todas maneras, estamos hablando de una carta que 
suscribí, en ese momento, en mi calidad de Subsecretario o 
de Ministro Interino. La cuestión es que se trataba del 
fundamento que presenté al Tribunal de Cuentas a los 
efectos de que quedara clara la urgencia que la resolución 
del caso requería. 


Si se me permite, quisiera hacer un breve comentario 
respecto a la relación del hecho realizada por el señor 
Legislador Rossi. En el fondo, quien los relata nos está 
preguntando, a quienes hemos tenido motivo u oportuni- 
dad para tener conocimiento de ellos, si estamos de acuerdo 
con su formulación. En ese sentido, debo informar que el 
señor Legislador Rossi relató los hechos tal como sucedie- 
ron y no tengo absolutamente otra reserva que la siguiente: 
no se trata de todos los hechos. Es casi imposible relatar 
todos los hechos. Digo esto porque la cuestión es de 
enorme complejidad, alo que se agrega la tortuosidad de los 
escritos presentados a nivel administrativo y judicial por 
los actores, casi imposibles de comprender en una primera 
lectura; hay que leerlos y releerlos, una y otra vez. Esto 
puede explicar algunas cosas que el señor Legislador Rossi 
no tiene por qué conocer. Creo que a medida que se prosiga 
con la discusión en Sala se incorporarán hechos a la rela- 
ción ya realizada que van a enriquecer y contribuir al mejor 
conocimiento de este Cuerpo de lo que efectivamente suce- 
dió. 


Habiendo estudiado los documentos con la mayor pro- 
fundidad posible no me cabe la menor duda sobre la idonei- 
dad profesional, la dedicación y la honestidad personal del 
abogado del Ministerio de Defensa Nacional que actuó en 
este asunto. 
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Quiero decir que aunque no aparezca en el expediente 
judicial y en la documentación que tiene a su disposición el 
señor Legislador Rossi, se realizó una serie de consultas, se 
discutieron entre los profesionales del Ministerio las dudas 
y los problemas procesales y de fondo que este juicio 
suscitaba, hubo una reunión de Sala de Abogados en 
alguna instancia -no necesariamente en la oportunidad a la 
que se hizo referencia en la Comisión de Transporte, Comu- 
nicaciones y Obras Públicas- y quiero, además, destacar lo 
siguiente. Es fácil citar la consulta del doctor Véscovi; 
también es fácil mencionar expresiones del fallecido profe- 
sor y gran amigo doctor Enrique Tarigo. Pero el Ministerio 
no actuó ligeramente; no solamente hubo consultas inter- 
nas sino que también se hicieron consultas al doctor Abal, 
Profesor Grado 5 de la Facultad de Derecho, de Derecho 
Procesal, que era el tema principal que se estaba discutien- 
do. También se contó con una consulta al profesor Grille. 
Pero sobre todo, se invocó una disposición del Código 
General del Proceso, el artículo 298, que parecía no admitir 
la más mínima duda de que el Juez interviniente suspendería 
las actuaciones, lo cual era ajustado a derecho y absoluta- 
mente necesario en ese momento. Enfrentando a una de- 
manda de esa tortuosidad, de esa dificultad de entendimien- 
toen todas sus dimensiones, si existía alguna norma proce- 
sal que le daba al Estado la oportunidad de preparar una 
contestación más profunda y completa de la demanda, era 
necesario y conveniente interponer el recurso de reposi- 
ción contra la decisión de dar traslado de la demanda. Así 
lo decidió el abogado interviniente, previa consulta con las 
máximas jerarquías del Ministerio del momento. 


Concretamente, el artículo 298 del Código General del 
Proceso -no hay que ser abogado para entenderlo- reza: "Si 
no se agregare el testimonio de conciliación a las actuacio- 
nes, éstas no serán nulas; pero el Tribunal ordenará el 
cumplimiento del requisito y suspenderá el procedimiento" 
'repito: suspenderá el procedimiento' "hasta que se agregare 
el recaudo que lo acredite". Más aún: el Fiscal interviniente 
calificó la conciliación previa como un requisito de 
admisibilidad y aconsejó al Juez -que efectivamente así lo 
hizo- suspender los procedimientos y abrir un plazo para el 
traslado a partir del momento en que se acreditara la conci- 
liación. 


El Juez Keuroglian -hoy integrante del Tribunal de Ape- 
laciones, un Juez muy respetado- en determinado momento, 
después de haber suspendido los procedimientos rechazó 
la contestación -hoy parece una nota de humor-, simple- 
mente porque el Ministerio se había adelantado al presentar 
la contestación porque el Juez no le había aún dado traslado 
después de la suspensión. Apenas le dio traslado, se pre- 
sentó de nuevo el escrito de contestación de la demanda. Se 
hizo con profundidad, con dedicación y, a mijuicio -discre- 
po con el criterio del señor Presidente de este Cuerpo-, 
tocando todos los puntos de la demanda, por más absurdos 
que fueran. 


Lamentablemente, a pesar de que el señor Juez de Prime- 
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ra Instancia compartió el punto de vista del Ministerio y lo 
reiteró, se perdió en la apelación. Eso ocurrió a pesar de 
haberse demostrado diligencia en presentarse con el recur- 
so contra el traslado de inmediato, es decir, al primer día de 
haber sido notificado. No fue una ligereza presentarse el 
primer día porque solamente había un plazo de tres días, y 
la demanda había sido notificada a través de un escribano 
público en una dependencia atípica en el Ministerio de 
Defensa Nacional y ya habían transcurrido dos. Apenas el 
letrado recibió ese documento, de inmediato procedió a 
consultar a sus colegas y superiores e hizo lo posible, a su 
juicio, para defender los intereses del Estado. No obstante, 
-a pesar de la diligencia demostrada por el Ministerio- el 
Tribunal de Apelaciones consideró agotada la instancia 
para presentar la contestación de la demanda. 


Si no hubiera cosas opinables en el derecho y en las 
sentencias judiciales, ¿cómo se explican los comentarios ju- 
risprudenciales de críticas severas y serias a sentencias ju- 
diciales? ¿Cómo se explican opiniones divergentes entre 
catedráticos? Simplemente porque el derecho no es una 
ciencia exacta y, por supuesto, puede haber opiniones 
divergentes. A mi juicio, el hecho de que el Tribunal de 
Apelaciones considerara agotada la instancia para presen- 
tar una contestación -bajo las circunstancias en que un Juez 
de Primera Instancia entiende que actuó correctamente-, 
cercenando así el derecho de defensa, fue -y acá emito una 
opinión personal- un exceso que quizás integre una lista, no 
demasiado corta, lamentablemente, de errores judiciales. Es 
una cuestión opinable pero es lo que sostiene quien les 
habla. 


Pero esto no se agota aquí y quiero hacer mucho hinca- 
pié en lo que sigue. Cuando el doctor Amondarain, a quien 
respeto profundamente como profesional y como persona, 
se ve enfrentado en la audiencia preliminar con un dictamen 
de la señora Jueza que el letrado interviniente estima no 
claro y quizás perjudicial para el Ministerio, consulta a la 
Sala de Abogados, que por unanimidad recomienda a la 
jerarquía que se presente la apelación. En dicha apelación 
-esto no tiene por qué saberlo el señor Legislador Rossi, 
aunque sin duda lo conoce el señor Presidente del Cuerpo-, 
el Tribunal de Apelaciones condena al Ministerio de Defen- 
sa Nacional en costas y costos, cuando ello no es precep- 
tivo. El Código General del Proceso establece que cuando 
se apela una sentencia interlocutoria con alguna razón no 
hay por qué condenar en costas y costos. Sin embargo, a 
pesar de que había habido una serie de idas y vueltas, de 
decisiones favorables al Ministerio, el Tribunal sostuvo 
que al Ministerio no le había asistido razón alguna; cuando 
se trataba de dilucidar una cuestión tan vital como es la 
determinación de cuáles son las consecuencias jurídicas de 
no haber contestado la demanda. Al respecto hay por lo 
menos dos tesis: una que sostiene que por la mera circuns- 
tancia de no contestar la demanda se dan por admitidos los 
hechos y el actor se ve relevado de probarlos; la otra 
establece que no haber contestado es simplemente eso: no 
contestar, y que ello no libera al demandante de probar los 
hechos en que funda su pretensión. Lo que pretendió lograr 
el Ministerio al apelar la resolución de la señora Jueza fue, 
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precisamente, abrir una nueva oportunidad -obligando al 
actor a probar la existencia del daño y su eventual monto- 
que permitiese al Ministerio de Defensa Nacional y a la 
sociedad entera defenderse contra un reclamo que creo que 
supera toda calificación. Pero -independientemente del jui- 
cio principal- había una demanda por honorarios por 
US$ 10:661.000, basada precisamente en una estimación de 
honorarios totales de más de US$ 40:000.000, ya que los 
líquidos reclamados en la demanda aparentemente habían 
hecho superar el monto total reclamado a más de 
US$ 240:000.000. Y el reloj del taxímetro seguía y sigue 
corriendo. 


De ninguna manera puede hablarse de acomodo. ¡No sé 
de qué tipo de acomodo se puede estar hablando! El señor 
Ministro no tiene por qué conocer la evolución en detalle de 
todos los juicios que se procesan en el Ministerio. Al final 
de cuentas, se supone que están siguiendo por los carriles 
normales y naturales. De acuerdo con la forma en que están 
divididas las funciones en el Ministerio, el Departamento 
Jurídico tiene un vínculo más estrecho con la Subsecretaría. 
Al ver esta situación a los pocos días de asumir, el Subse- 
cretario propuso al Ministro la contratación de abogados 
externos con altas calificaciones académicas y reconocida 
idoneidad profesional, no porque el señor Ministro y quien 
les habla no les tengan confianza al doctor Amondarain y 
a todos los abogados que intervinieron en esta cuestión, 
sino simplemente porque en un asunto que venía mal, en 
virtud de sentencias interlocutorias sorpresivas e inespe- 
radas -creo que las califiqué de inesperadas y sorpresivas 
porque no cabía calificarlas de otra manera-, se pensó que 
era conveniente un apoyo adicional de profesionales exter- 
nos de la talla de los doctores Ramírez y Abal que tuvieran 
y pudieran aportar una perspectiva distinta, desde fuera del 
propio ámbito del Ministerio y sin haber estado previamen- 
te inmersos en el fragor de la contienda. 


Por lo tanto, si bien la relación de hechos del señor 
Legislador Rossi no merece objeciones en cuanto a lo 
dicho, me temo que en un asunto de esta complejidad es muy 
difícil formarse una opinión sin el examen de cada una de las 
hojas de todos los antecedentes y de los múltiples expe- 
dientes contradictorios acumulados que parecen destina- 
dos -no quiero calificar la intención- a crear una especie de 
caos dentro del Ministerio que dificulta el ejercicio del 
derecho de defensa. 


Ante la pregunta concreta formulada por el señor Legis- 
lador Rossi en cuanto a la revocación administrativa de dos 
frecuencias concedidas en 1993, debo decir que ese solo 
expediente tiene una altura aproximada de 30 6 40 centíme- 
tros. La URSEC está haciendo lo imposible para conformar 
una posición definitiva ante escritos y constantes reclamos 
de la parte demandante. Tenemos entendido que la URSEC 
pretende recomendar que se revoquen las frecuencias ad- 
judicadas originariamente. 


Pero, repito, debemos tener presente que estamos en el 
medio de un juicio, y un acto de revocación administrativo 
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tomado en este momento puede tener connotaciones y 
repercusiones anivel jurisdiccional aunque, reitero, el tema 
está en vías de ser resuelto. 


Espero haber contribuido en alguna medida a aclarar los 
temas sobre los cuales había alguna duda. Muchas gracias, 
señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder la palabra al 
señor Legislador Leglise y posteriormente al señor Legisla- 
dor Falero, que están anotados, quiero hacer algunas acla- 
raciones. 


En primer lugar, cuando utilicé la palabra "acomodo", 
que ratifico, no me estaba refiriendo al doctor Amondarain 
en absoluto; creo que el acomodo fue mucho más arriba. 


Conozco las actuaciones judiciales a las que se está 
refiriendo el señor Subsecretario; las he estudiado mu- 
chísimo y me han dado mucho trabajo, pero las he leído 
todas. La altura del expediente judicial ya pasa los 70 
centímetros. 


En segundo término, en el momento en que el Tribunal 
de Apelaciones condenó al Estado en costas y costos 
estaba vigente la norma que decía que era preceptiva la 
condena en costas y costos. Creo que hace muy poco la 
derogamos con buen criterio. Anteriormente la condena en 
costas y costos se producía cuando se litigaba con malicia 
que merezca la nota de temeridad. 


Pero dejando de lado esto, que seguramente aburre a la 
Comisión Permanente, me parece que enese período estaba 
vigente esa norma. No es un tema para resolver acá, ni 
interesa al fondo del asunto. 


Lo que quería era contestar la referencia que se hizo a mis 
palabras, aclarando que no manifesté que el doctor 
Amondarain estuviese en ese acomodo. No dije eso. Dije 
que me habría gustado que estuviese presente porque es el 
abogado que actuó. 


Tiene la palabra el señor Legislador Leglise. 


SEÑOR LEGLISE.- Señor Presidente, señor Ministro, 
señor Subsecretario: cuando el señor Legislador Rossi 
realizó el planteo tal cual surge de la versión taquigráfica, 
el señor Legislador Heber fue el encargado de acompañar 
del planteo, utilizando la expresión "indefensión del Esta- 
do" y señalando la preocupación que tiene el Partido Nacio- 
nal por este tipo de cosas. Y también trajo a colación un tema 
que va a ser motivo de un pedido de informes respecto a una 
demanda de US$ 2:000.000 contra el CODICEN. Este pedido 
de informes va dirigido a las actuales autoridades, pero 
corresponde al período anterior. Si bien el licenciado Bonilla 
tendrá que contestar al respecto, esto surgió en el período 
anterior, cuando presidía el CODICEN el profesor Rama. 
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Con esto quiero apuntar a que en esta sesión hay un 
tema central que pasa por 1998. Aquí se han expresado 
palabras que para nada nos gustan: "acomodo", "manio- 
bras". Nosotros, señor Ministro, no podríamos decirle que 
quisiéramos exigir, pero sí vamos a solicitar que se realice 
una investigación administrativa con respecto a los hechos 
acontecidos en el año 1998. 


Creo que se han planteado muchas dudas, y nosotros 
preferimos -creo que el Partido Nacional prefiere- que no 
queden dudas en honor a la cristalinidad, en honor a la 
transparencia, pero no para quienes estamos aquí senta- 
dos, sino también para la gente, que desea conocer cómo es 
todo este proceso. 


Nosotros planteamos humildemente una preocupación 
por US$ 2:000.000 y hoy la gente está escuchando que el 
Estado podría estar perdiendo US$ 240:000.000; sin duda 
que es un tema muy preocupante. 


Por estos motivos, es nuestra aspiración que el señor 
Ministro pueda recoger el guante en cuanto a ir más a fondo 
en este asunto para que ese tipo de palabras no sean 
escuchadas en este recinto, por el bien de todos quienes 
ocupamos bancas y por el bien de la gente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- 
Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor Subse- 
cretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- 
Señor Presidente: pedí la palabra simplemente para aclarar 
lo relativo a si el Tribunal de Apelaciones estaba obligado 
preceptivamente a condenar en costas y costos en el inci- 
dente. 


Hago referencia al artículo 57 del Código General del 
Proceso, que establece el principio de que la condena 
preceptiva no es una regla absoluta; a tal punto, que la 
misma norma citada establece que "Sin embargo, el Tri- 
bunal podrá apartarse de este principio, en forma fundada, 
cuando el apelante, a su juicio, haya litigado con alguna 
razón". 


En un tema tan controvertido como el cercenamiento de 
la posibilidad de toda defensa y en mérito alos argumentos 
expuestos por el Ministerio en los estrados, tratándose de 
una cuestión que había merecido opiniones diversas en un 
juicio de esta importancia, el Ministerio piensa que el Tri- 
bunal estaba habilitado -a nuestro juicio- para dictaminar 
que a la Administración le había asistido alguna razón; no 
seexige mucho: simplemente alguna razón, y creemos firme- 
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mente que alguna razón le asistía al Ministerio cuando 
interpuso la apelación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Falero. 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: en primer lugar, 
quiero hacer una aclaración respecto a alguna manifesta- 
ción del señor Subsecretario. 


Racionalmente, las preguntas que se formulan en este 
ámbito siempre están dirigidas al señor Ministro por una 
razón de responsabilidad política. Esto no quiere decir que 
el señor Subsecretario no pueda responder. Naturalmente, 
hay cosas que hay que preguntar al señor Ministro de 
Defensa Nacional, y las preguntas se las formulamos a él, y 
no al señor Subsecretario, por una razón de estricta legali- 
dad... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Discúlpeme, ¿el señor Legisla- 
dor se opone a que el señor Subsecretario...? 


SEÑOR FALERO.- ¡Para nada! 


No voy a ingresar en algunos aspectos que tienen que 
ver con la actuación judicial en este tema. Si el Tribunal 
condenó en costas y costos al Estado es porque entendió 
que no le asistía ninguna razón; si hubiera entendido que le 
asistía alguna razón, no lo hubiera condenado en costas y 
costos. 


En segundo término, ha quedado demostrada y plantea- 
da una preocupación muy importante por parte del Cuerpo 
respecto a una eventual resolución judicial condenando al 
Estado al pago nada más y nada menos que de 
US$ 240:000.000, más otras cuestiones. La posibilidad está 
dada porque, de acuerdo con el Tribunal de Apelaciones 
-no me estoy refiriendo a la resolución judicial de primera 
instancia, sino a las dos instancias del Tribunal de Apela- 
ciones-, el Estado no contestó la demanda ni el monto del 
asunto. 


Quiere decir que ha quedado establecido, a partir de las 
resoluciones del Tribunal de Apelaciones -por lo menos 
hasta ahora en el trámite judicial-, que el Estado no contestó 
la demanda ni el monto del asunto. Por lo tanto, la indefen- 
sión ha sido por omisión del Estado en ejercer la correcta 
defensa de sus derechos, por lo menos de acuerdo con la 
opinión del Tribunal de Apelaciones. 


Como no voy a ingresar en el análisis de si el Tribunal de 
Apelaciones actuó correcta o incorrectamente, me tengo 
que quedar con la última resolución que hoy está firme, que 
es la del Tribunal de Apelaciones. 


En tercer lugar -creo que esto también es importante y me 


COMISION PERMANENTE 


27 de enero de 2004 


estoy refiriendo a la afirmación contundente que el señor 
Presidente realizó desde su banca y que reiteró desde la 
Presidencia, utilizando la palabra "acomodo" -, me voy a 
referir al hecho de que el Estado no siempre está en situa- 
ción de indefensión. Aquellos funcionarios del Estado que 
en forma dolosa, por lo menos, cometan actos u omisiones 
que perjudiquen al Estado, se responsabilizan 
patrimonialmente por los perjuicios que le causen. Y para 
determinar si los hubo, si se concretaron actuaciones de 
funcionarios públicos por lo menos dolosas en este tipo de 
situación, es necesario investigar; no hay otra posibilidad. 
Es decir que no puede ser que en un juicio se condene al 
Estado en US$ 240:000.000 y no se investigue -más allá de 
que se encuentren o no- si hubo actitudes o comportamien- 
tos que de alguna manera, en forma irregular, lo comprome- 
tieron en semejante monto. 


La única forma de realizar esto, de tener la certeza de que 
efectivamente eso no ocurrió y, por lo tanto, que el Esta- 
do no tendría que acudir a los Tribunales para repetir la ac- 
ción contra aquellos funcionarios que eventualmente hu- 
bieran cometido esas irregularidades, es cerciorándose de 
que no las hubo. Para ello, es necesario -casi imprescindi- 
ble, diría yo- investigar las actuaciones por parte del Esta- 
do. 


En cuarto lugar, me parece muy bien que se haya acudido 
a técnicos del derecho, a señores profesionales abogados 
de excelente reputación en materia de derecho procesal y de 
derecho público, pero quiero señalar que una situación de 
esta envergadura, con una demanda en curso del orden de 
los US$ 10:000.000 por concepto de honorarios profesiona- 
les, no es nueva entre las responsabilidades del Estado. No 
es la primera vez que el Estado queda en una situación de 
indefensión y sufre las consecuencias de esto. Recuerdo un 
caso de un profesional del derecho -cuyo nombre no voy a 
mencionar-, también Profesor Grado 5 de la Universidad, 
que logró cobrar US$ 2:000.000 a la Intendencia Municipal 
de Canelones por concepto de honorarios profesionales; 
dejó de trabajar con la intensidad con que lo hacía en aquel 
momento y festejó con sus compañeros de estudio. El hecho 
fue precisamente no haber contestado en tiempo y forma la 
demanda, es decir, una situación por lo menos parecida -no 
igual- a esta. 


Es cierto también que este es un tema de suma comple- 
jidad, pero además hace a un asunto que tiene que ver nada 
más y nada menos que con la administración por parte del 
Estado de un bien que no es de él. Las ondas no son del 
Estado; tienen un estatuto jurídico diferente, por el cual el 
Estado las administra -se supone que bien- y las adjudica. 
Las adjudicaciones son todas precarias, precisamente por- 
que él no es el propietario de las ondas. En definitiva, existe 
todo un estatuto jurídico de carácter internacional que tiene 
que ver con todo el espacio donde, tanto en televisión como 
en radio, se realizan todas las trasmisiones. Eso ha genera- 
do en este país y en otros un sentimiento de sensibilidad 
pública muy importante, no solo por los procesos de adju- 
dicación de ondas, sino por los de no adjudicación; ha 
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generado sensibilidades importantes porque, en definitiva, 
el tema de la comunicación y del derecho a la información, 
a la palabra, a que cada uno se exprese con la libertad 
correspondiente, está vinculado a este tipo de situación. 
Por lo tanto, este no es un tema que solo tiene relevancia por 
el hecho concreto de los US$ 240:000.000 -que, por cierto, 
es importante-, sino que es de un nivel de importancia 
bastante grande desde el punto de vista de la sensibilidad 
que despierta en la opinión pública en particular, y no 
quiero mencionar lo que han sido los sucesos o los acon- 
tecimientos vinculados a radios comunitarias y atodo tipo 
de trasmisiones o emisoras de radio y televisión en todo el 
país, no solo en Montevideo. 


Por lo tanto, señor Presidente, hoy tenemos que el 
Estado ha sido condenado en costas y costos porque no le 
asistió la mínima razón en la contestación o en su escrito de 
apelación, y se ha tenido por no contestada la demanda 
sobre los temas y los montos que esta involucraba; esa es 
la situación real de hoy. Por lo tanto, de alguna forma sería 
bueno saber -si es posible-, dada la importancia que esto 
tiene, si se tiene claro que el Estado puede repetir contra 
particulares si cometieron irregularidades; por supuesto, si 
se tiene claro por parte del Ministerio de Defensa, no del 
señor Presidente. También me interesa conocer si se tiene 
claro que para repetir contra particulares por los daños 
causados al Estado es necesario investigar; de lo contrario, 
¿cómo se hace esa argumentación? 


Asimismo, deseo saber si se tiene claro lo mencionado 
por el señor Presidente del Cuerpo -lo afirmó enfáticamente 
desde su banca-, en el sentido de que acá se cometieron 
irregularidades. Además, utilizando una expresión habi- 
tual, a veces es mejor un mal arreglo que un buen juicio y 
quisiera saber si ha existido alguna conversación entre las 
partes con respecto a la solución definitiva del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa se permite recordar que 
estamos en régimen de Comisión General y por consiguiente 
no hay posibilidad reglamentaria alguna de tomar resolu- 
ción. 


El único anotado que queda en la lista de oradores -tiene 
derecho a hacer uso de la palabra por haber sido el promotor 
de esta sesión- es el señor Legislador Rossi. 


Previamente, tiene la palabra el señor Ministro de Defen- 
sa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Señor 
Presidente: en lo que podrían ser las instancias que van 
pautando la finalización de la sesión, cabe formular alguna 
síntesis o definir algo que puede surgir del debate que se 
produjo en el día de hoy. En ese sentido, no soy indiferente 
al planteo que distintos sectores políticos han hecho acerca 
de la necesidad de profundizar en el conocimiento de algu- 
nos hechos. Creo que no hay que ser muy perspicaz para 


COMISION PERMANENTE 


C.P.-605 


darse cuenta de que hay un interés compartido de diferen- 
tes sectores en ver en qué medida podemos profundizar 
alguna información que enriquezca el esclarecimiento de 
algunos hechos. 


No estoy en condiciones de formular un pronunciamien- 
to categórico, pero lo que sí digo a la Comisión es que no 
soy indiferente a esa preocupación, que la recojo y la 
analizaré en los niveles que correspondan a efectos de ver 
en qué medida la podemos satisfacer. Lo que siento es una 
preocupación de distintos sectores de la Comisión; la reco- 
jo y la vamos a analizar. Creo que me llevo una sensación 
bastante clara de lo que una extensa zona del espectro 
político plantea sobre este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Rossi. 


SEÑOR ROSSI.- Señor Presidente: simplemente quiero 
hacer algunos comentarios y una valoración sobre este 
intercambio. Por cierto, voy a tener en cuenta la afirmación 
que recién hizo el señor Ministro. 


Los hechos a los que me referí en mi relato muy resumido 
y apurado son los que surgen de la documentación enviada 
por el Subsecretario. En la Comisión de la Cámara de Repre- 
sentantes se comprometió a enviar prácticamente el expe- 
diente y estudiamos el tema sobre esa base, pensando que 
era la documentación oficial. Como faltan algunos docu- 
mentos que, como bien dijo el señor Subsecretario, hacen 
más compleja la situación, no hemos hecho referencia a 
ellos. Teníamos la aspiración de contar con una idea general 
de este tema para poder intervenir con seriedad y con 
solvencia. Del mismo modo, cuando en reiteradas oportuni- 
dades hicimos la pregunta de qué había opinado la Sala de 
Abogados del Ministerio de Defensa Nacional fue porque 
tenemos, entre los materiales enviados por el señor Subse- 
cretario, con fecha 16 de octubre de 2003, un escrito donde 
se hace referencia a la fecha en que había llegado el expe- 
diente y cómo se había contestado prácticamente a las 
veinticuatro horas, y donde también se expresa que la Sala 
de Abogados del Ministerio de Defensa Nacional no está 
estructurada como una dependencia orgánica, que se con- 
voca periódicamente cuando se requiere o se estima conve- 
niente un asesoramiento más completo, en casos especial- 
mente complejos o situaciones nuevas, mediante la partici- 
pación del dictamen de todos los abogados de la Adminis- 
tración Central del Ministerio, Unidad Ejecutora 001, o de 
estos más los profesionales letrados de las Direcciones 
Nacionales o Comandos Generales de las tres Fuerzas. Para 
que la Sala de Abogados se lleve a cabo con tal carácter, se 
requiere autorización o disposición superior. Nosotros 
habíamos preguntado si se había reunido, y la respuesta 
que recibimos es esta. Aquí no dice que se había reunido, 
sino cómo debía reunirse. 


En segundo lugar, en nuestro relato hicimos mención a 
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las consultas que hizo el doctor Amondarain a los doctores 
Abal y Grille, pero también hicimos mención a que los dos 
autores vivos del Código General del Proceso tuvieron 
opinión contraria a la posición que adoptó el doctor 
Amondarain, cuando postergó respuestas a los aspectos 
sustanciales de la demanda para presentar un recurso de 
reposición. No soy yo el que dice que esto está mal. Lo dicen 
los doctores Torello y Véscovi y, además, la sentencia de 
las dos instancias de apelación, que dan la razón al de- 
mandante. Aunque estemos convencidos de que la deman- 
da es disparatada en su volumen y en sus fundamenta- 
ciones, en las dos instancias, por vicios procesales, se da 
la razón al demandante y se coloca al Ministerio, al Es- 
tado y a nosotros en una situación tan complicada que voy 
a definir con la lectura del Acta 2.093 del año 2003, donde 
el señor Subsecretario expresa: "Simplemente quiero hacer 
una rectificación. No se ha perdido en primera instancia. Lo 
que sucede es que a raíz de la interlocutoria, que es una 
sentencia intermedia y que nos impide hacer prueba, nos 
sentimos en un total estado de indefensión. Aunque eso 
implica entrar en algunos detalles, nos encontramos con 
que la parte actora presentó un peritaje que establece da- 
ños bastante cercanos a los que reclama, pero que, a nues- 
tro juicio, es técnicamente inaceptable. Lamentablemente, 
la única oportunidad -si no se revierte la situación proce- 
sal-" 'que no se revirtió' "es la de cuestionar el peritaje de 
la otra parte, sin tener la posibilidad de presentar el pro- 


" 


pio". 


Era el señor Subsecretario quien nos decía que se había 
caído en total indefensión y que, por lo tanto, había una 
situación muy complicada en función de las perspectivas 
que tenía el proceso. No somos nosotros quienes estamos 
alarmando y, como bichos de mal agiiero, augurando que 
vamos a perder US$ 240:000.000 o más. Tenemos la preocu- 
pación de generar conciencia, a nivel de este Cuerpo y de 
toda la opinión pública, sobre esta situación que está 
planteada. ¿Está planteada porque sí? No. Está planteada 
porque se fue acumulando una serie de negligencias y de 
procedimientos no adecuados. 


Entonces, tomando en cuenta y valorando mucho la 
evolución que ha tenido la posición del señor Ministro en 
el transcurso del debate de la tarde de hoy, y esperando los 
elementos que seguramente el Ministerio de Defensa Na- 
cional nos hará llegar, pregunto qué fue lo que pasó cuando 
no se aportó la documentación al Tribunal de lo Contencio- 
so Administrativo en el origen de estas resoluciones. ¿Por 
qué la Asesoría Letrada del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal no aportó esta documentación? Tenemos que saber por 
qué fue, por qué se perdieron las tres sentencias, decre- 
tando la nulidad el Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo. 
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Cuando se firma la Resolución N* 363/93 por parte del 
Subdirector de la Dirección Nacional de Comunicaciones, y 
alos treinta y siete días viene el Director titular y larevoca, 
¿cuál de las dos decisiones fue ilegal? Porque una de las dos 
fue ilegal. Esto está en la raíz, fue lo que generó el recurso, 
y ese recurso fue el que se rescató cuatro años y medio 
después, para que con una resolución del Ministerio se 
generara la habilitación para la presentación de la demanda, 
que se había perdido porque no había plazos. 


Entonces, el Ministro que decidió esto y que pensó que 
tenía que reparar entuertos viejos, enterrados en el período 
anterior de Gobierno, ¿no pensó en las consecuencias de 
revocar una revocación y, por lo tanto, habilitar toda esta 
situación? Esto no puede quedar simplemente en que noso- 
tros nos resignemos pacientemente y que el Estado y el 
conjunto de los uruguayos tengan que cargar con esta 
responsabilidad. Por eso creo que esta sesión, que tal vez 
empezó sin tomar todos el calor suficiente, por la importan- 
cia de los temas que estaban en discusión, en la medida en 
que fue evolucionando y enriqueciendo el intercambio nos 
ha ayudado a darnos cuenta de que tenemos que hacer los 
máximos esfuerzos para reparar una situación difícil de 
superar. En ese sentido, creo que lo que nos anuncia el 
señor Ministro es de recibo, porque nos va a ayudar a seguir 
actuando a fin de evitar, en primer lugar, los perjuicios al 
Estado uruguayo y, en segundo término, para que los 
perjuicios que puedan sobrevenir caigan sobre los respon- 
sables. 


No estoy en condiciones de decir si fue un acomodo o 
no, pero cuando se habla de tantos millones de dólares uno 
tiene la obligación de desconfiar, de dudar y de investi- 
gar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa va a abusar -no de sus 
conocimientos, porque son pocos- para aclarar al señor 
Legislador Rossi que cuando la Administración demandada 
en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo no agrega 
los antecedentes que el Tribunal le pide, la ley dice que el 
Tribunal da por cierto lo que afirma el actor. Lo digo porque 
eso explica muchas cosas. 


SEÑOR ROSSI.- Así sucede. Y poreso, precisamente, se 
empezó a generar todo este rosquete. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siningún señor Legislador de- 
sea hacer uso de la palabra, la Mesa agradece la presencia 
del señor Ministro de Defensa Nacional y del señor Subse- 
cretario, de los miembros de la Comisión Permanente, de los 
taquígrafos y de todos los funcionarios. 
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6) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se levanta la sesión. 
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